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Presentación 



La tradicional intervención de la Administración en las actividades de los particulares ha dado un giro radical como consecuencia de la Directiva de Servicios 2006/123/CE y de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

En el ámbito municipal son numerosas las transformaciones que se están produciendo, alterándose el régimen jurídico de las licencias de apertura. Es indudable que desde un régimen altamente intervencionista de la apertura de establecimientos industriales y comerciales [«Estará sujeta a licencia la apertura de establecimientos industriales y mercantiles» (artículo 22.1 del Reglamento de Servicios en su redacción vigente hasta 30 de diciembre de 2009) a un régimen de absoluta libertad de establecimiento [«Los prestadores podrán establecerse libremente en territorio español para ejercer una actividad de servicios, sin más limitaciones que las establecidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley» (artículo 4.1 de la Ley 17/2009)] hay un gran trecho que recorrer y, por supuesto, el nuevo régimen jurídico no determina sin más la libre apertura de establecimientos con una simple declaración responsable.

El resultado es el cambio profundo, que plantea numerosas interrogantes e inquietudes sobre el nuevo régimen y la forma de aplicarlo. Por ello es especialmente valioso un libro como el presente, en el que, un reconocido experto, analiza los numerosos interrogantes y reflexiones que, en una primera lectura, la Ley plantea.

El presente libro, constituye la primera monografía que sobre el régimen de las licencias de apertura se publica tras la Ley 17/2009. La inmediatez de la edición comporta el riesgo del apresuramiento e incluso el error, pero da al profesional la herramienta imprescindible para empezar a aplicar el nuevo régimen, sin incurrir él mismo en mayores yerros.

El autor es ya un habitual de nuestras publicaciones, siendo innecesaria su presentación. Pero no sería de justicia omitir que, al margen de su actividad editorial en nuestros libros y revista, es autor de un exitoso Manual de licencias de apertura de establecimientos que ha llegado hasta las 5 ediciones, entre 1998 y 2008.

Sirva este libro para ser un manual de consulta sobre la problemática que a partir de ahora suscitará una materia de gran trascendencia en la economía y que hasta ahora ha estado sujeta a una regulación compleja.

Se completa su contenido con unos útiles formularios, que facilitan la aplicación de la novedosa regulación, y un breve apéndice legislativo, convirtiendo a la obra en una herramienta de imprescindible consulta para Secretarios de Ayuntamientos, Técnicos de la Administración Local y Profesionales relacionados con el Derecho Administrativo en general y en particular con el Derecho Local.

Fernando Castro Abella

Director de Publicaciones

Marzo 2010






Introducción 



La publicación en el BOE del día 24-11-2009 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (en adelante LAS), que trae su causa en la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 12-12-2006, relativa a los servicios en el mercado interior, tiene como objeto (art. 1 LAS) establecer las disposiciones generales necesarias para facilitar la libertad de establecimiento de los prestadores y la libre prestación de servicios, simplificando los procedimientos y fomentando, al mismo tiempo, un nivel elevado de calidad en los servicios, así como evitar la introducción de restricciones al funcionamiento de los mercados que no resulten justificadas o proporcionadas.

La incidencia directa que tiene la LAS en el ámbito del derecho local, en lo que se refiere al régimen de tramitación y concesión de licencias de apertura plantea, en una primera lectura de la misma, numerosos interrogantes y reflexiones que con el tiempo irán matizándose, pero que en el momento actual supondrán múltiples interpretaciones y formas de llevar a la práctica, con las controversias y disparidad de opiniones y enfoques que entrañará una norma que ha de ser aplicada por una Administración General del Estado, diecisiete Comunidades Autónomas, dos Ciudades Autónomas y más de ocho mil municipios.

El reconocimiento de la existencia de una regulación compleja del sector servicios, que en ocasiones puede resultar obsoleta e inadecuada plantea la necesidad de impulsar la mejora de la regulación del sector servicios, reduciendo las trabas injustificadas o desproporcionadas (Preámbulo I LAS). Aquí radica una de las claves del funcionamiento de la Administración Pública, a la que el ciudadano tendrá que darle una nueva oportunidad. Mucho dudamos, y nos gustaría equivocarnos con que la nueva ley suponga una agilidad en la tramitación de procedimientos. Evidentemente algunos trámites desaparecerán, pero lo preocupante serán los nuevos trámites que la Administración se invente para seguir controlando la actividad de los particulares. Al tiempo.

Por lo que al presente estudio respecta, nos centraremos en el análisis sobre si el objeto del art. 1 LAS se cumple, o por el contrario no será otra mera declaración de intenciones, que chocará frontalmente con una Administración multidisciplinar, que no quiere desprenderse de sus competencias, y que ve con desconfianza la actuación del ahora llamado prestador.

Precisamente, y aunque no se reconozca expresamente, es la desconfianza de la Administración en los ciudadanos la que motiva una intervención a veces desproporcionada en los actos que éstos demanda de aquélla. Por ello nos preguntamos si la LAS altera el régimen anterior de una manera definitiva o por el contrario deja algunos puntos oscuros.

Aspectos sustanciales como si desaparece definitivamente o no la licencia de apertura o actividad, si ésta se exige según la actividad de que se trate o dependiendo de la comunidad autónoma o incluso del municipio, son cuestiones que quedarán sin respuesta clara al no existir un criterio uniforme de aplicación de nueva normativa, tal como ya están recogiendo algunas normas de las CC.AA. tal como se estudia en el apartado dedicado a éstas.






La Directiva 2006/123/CE 



I.  COMENTARIOS

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, que es la causante de la LAS, objeto de la presente obra, nace como consecuencia de la constatación del hecho de que no se ha conseguido establecer, tras cinco décadas de vigencia del tratado de la Comunidad Europea, un auténtico mercado único de servicios que permita a los prestadores, en particular a las pequeñas y medianas empresas, extender sus operaciones más allá de sus fronteras nacionales y beneficiarse plenamente del mercado interior  (1) .

El objetivo de la citada Directiva consiste en facilitar el ejercicio de la libertad de establecimiento de los prestadores de servicios y la libre circulación de éstos, siendo su ámbito de aplicación el de los servicios prestados a cambio de una contraprestación económica por prestadores establecidos en un Estado miembro  (2) .

La Directiva de Servicios, asimismo, presenta un importante cambio en lo que concierne a las posibilidades de intervención municipal, no tanto por la eliminación de muchas de las actuales licencias municipales, sino por el cambio de mentalidad al que nos va a obligar el nuevo sistema.

Frente al tradicional esquema del régimen de autorización previa a través de la preceptiva licencia puede verse profundamente trastocado y con ello el propio funcionamiento de los entes locales que a partir de ahora, en buena parte de los casos, utilizando un ejemplo gráfico, en vez de ser cobradores que comprueban a la entrada del autobús si el usuario dispone de un ticket sin el cual no podrán utilizarlo, pasa a convertirse en una suerte de inspectores que vigilarán si en el autobús viaja algún usuario sin billete  (3) .

Si el eje principal de la Directiva de Servicios es la libertad de establecimiento prevista en el art. 40 del Tratado, su pretensión es la de derribar aquellas barreras que obstaculizan el desarrollo de las actividades de servicios como un medio esencial de reforzar la integración entre los pueblos europeos y de fomentar un progreso económico y social equilibrado y sostenible  (4) , previendo cuatro mecanismos para facilitar el establecimiento y la libre circulación de servicios  (5) :


	
- La simplificación de procedimiento. 

	
- El establecimiento de la ventanilla única para realizar los trámites necesarios para el ejercicio de actividades de servicios (autorizaciones, inscripciones en registros, etc.). 

	
- Una regulación detallada de las obligaciones de información de los prestadores de servicios y del derecho de acceso a la misma por parte de los consumidores. 

	
- Impulso de los procedimientos por vía electrónica. 



Teniendo en cuenta el objetivo fundamental de la Directiva de Servicios, ponemos de relieve tres aspectos relevantes de la misma: el concepto de «servicios», el de «prestador de servicios» y el régimen de autorización.

Por «servicios» la Directiva entiende que son «cualquier actividad económica por cuenta propia, prestada normalmente a cambio de una remuneración, contempladas en el art. 50 del Tratado». Dicho concepto incluye actividades enormemente variadas y en constante evolución; entre ellas se cuentan las siguientes: servicios destinadas a las empresas, como los servicios de asesoramiento sobre gestión, servicios de certificación y de ensayo, de mantenimiento de oficinas, servicios de publicidad o relacionados con la contratación de personal o los servicios de agentes comerciales. El concepto «servicios» incluye también los servicios destinados tanto a las empresas como a los consumidores, como los servicios de asesoramiento judicial o fiscal, y los servicios relacionados con los inmuebles, como las agencias inmobiliarias, o con la construcción, incluidos los servicios de arquitectos, la distribución, la organización de ferias o el alquiler de vehículos y las agencias de viajes. Los servicios destinados a los consumidores quedan también incluidos, como los relacionados con el turismo, los guías turísticos, los servicios recreativos, los centros deportivos y los parques de atracciones y, en la medida en que no estén excluidos del ámbito de aplicación de la Directiva, los servicios a domicilio, como la ayuda a personas de edad. Estas actividades pueden constituir al mismo tiempo servicios que requieren una proximidad entre prestador y destinatario, servicios que implican un desplazamiento del destinatario o del prestador y servicios que se pueden prestar a distancia, incluso a través de Internet.

Por consiguiente nos encontramos ante un «servicio» cuando:


	
a) No se trate de una actividad económica, 

	
b) Se preste mediante remuneración, y 

	
c) Esté destinado a las empresas, a los consumidores y tanto a las empresas como a los consumidores  (6) . 



Por «prestador del servicio» (nombre de evocaciones filantrópicas que se ha elegido para denominar a toda la corte de comerciantes, empresarios, promotores, etc.)  (7) , la Directiva de Servicios considera a cualquier persona física con la nacionalidad de un Estado miembro o cualquier persona jurídica de las contempladas en el art. 48 del tratado y establecida en un Estado miembro, que ofrezca o preste un servicios.

Finalmente por «régimen de autorización» para la Directiva de Servicios es cualquier procedimiento en virtud del cual el prestador o el destinatario están obligados a hacer un trámite ante la autoridad competente para obtener un documento oficial o una «decisión implícita» sobre el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio  (8) .

El régimen de autorización, como sistema de previa comprobación por parte de los poderes públicos, pasa de ser la regla a la excepción, teniendo carácter residual. Por ello, el art. 9 de la Directiva de Servicios «Regímenes de autorización» establece que los Estados miembros sólo podrán supeditar el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio a un régimen de autorización cuando se reúnan determinadas condiciones. Si no se diesen esos requisitos, el régimen a aplicar será otro distinto al de la licencia o autorización. Se excluyen de esta Directiva los regímenes de autorización regidos directa o indirectamente por otros instrumentos comunitarios.

Cuatro son los niveles de intervención administrativa en las actividades de servicios  (9) :


	
1. Libre acceso y ejercicio de actividades de servicios. El prestador puede operar sin más limitaciones que las que se le imponen a cualquier otra actividad económica. Es el régimen general. 

	
2. Libre acceso y ejercicio de las actividades de servicios, si bien se exige el cumplimiento de determinados requisitos que no precisan de comunicación previa o declaración responsable. 

	
3. Régimen de notificación o declaración responsable. El prestador puede operar desde el momento en que notifica el cumplimiento de los requisitos necesarios para llevar a cabo la actividad. En tales casos podrá realizarse un control a posteriori.


	
4. Régimen de autorización. Implica el cumplimiento de requisitos que exigen una comprobación previa por parte de la autoridad competente. Es el tradicional régimen de autorización a priori.




Por otro lado, tres son los requisitos para establecer el régimen de autorización  (10) :


	
1. Que no sea discriminatorio para el prestador de servicios. Con ello se trata de eliminar la exigencia, expresa o encubierta, de los requisitos de determinada nacionalidad a quienes desean prestar servicios en otros Estados miembros distintos. 

	
2. Que esté justificado por una razón imperiosa de interés general. El concepto de «razones imperiosas de interés general» abarca al menos los ámbitos siguientes: Orden público, seguridad pública y salud pública, en el sentido de los arts. 46 y 55 del Tratado, mantenimiento del orden en la sociedad, objetivos de política social, protección de los destinatarios de los servicios, protección del consumidor, protección de los trabajadores, incluida su protección social, bienestar animal, preservación del equilibrio financiero de los regímenes de seguridad social, prevención de la competencia desleal, protección del medio ambiente y del entorno urbano, incluida la planificación urbana y rural, protección de los acreedores, garantía de una buena administración de justicia, seguridad vial, protección de la propiedad intelectual e industrial, objetivos de política cultural, incluida la salvaguardia de la libertad de expresión de los diversos componentes (en especial, los valores sociales, culturales, religiosos y filosóficos de la sociedad), la necesidad de garantizar un alto nivel de educación, mantenimiento de la diversidad de prensa, fomento de la lengua nacional, conservación del patrimonio nacional histórico y artístico y política veterinaria. 

Constatada la existencia de una razón imperiosa de interés general, podrá establecerse un régimen de autorización para el ejercicio del servicio de que se trate de establecer. En caso contrario no. 



	
3. Que el objetivo perseguido no se pueda conseguir mediante una medida menos restrictiva, en concreto porque un control a posteriori se produciría demasiado tarde para ser realmente eficaz o, como dice la propia Directiva de Servicios «habida cuenta la imposibilidad de comprobar a posteriori los defectos de los servicios en cuestión y habida cuenta de los riesgos y peligros que se derivarían de la inexistencia de un control a priori». 



II.  PREGUNTAS FRECUENTES SOBRE LA DIRECTIVA 2006/123/CE  (11) 

1.  ¿Cuál es el objetivo de la Directiva?

El objetivo de la Directiva es alcanzar un auténtico mercado único de servicios en la Unión Europea a través de la eliminación de barreras legales y administrativas que actualmente limitan el desarrollo de actividades de servicios entre Estados miembros. La Directiva pretende, por tanto, reducir cargas administrativas y otorgar mayor seguridad jurídica a aquellos que desean prestar un servicio a través de un establecimiento permanente (libertad de establecimiento) o sin recurrir a dicho establecimiento (libertad de circulación de servicios).

Esta Directiva de Servicios también tiene como objetivo ampliar la posibilidad de elección de los destinatarios y mejorar la calidad de los servicios tanto para los consumidores como para las empresas usuarias de servicios.

2.  ¿Cuándo entra en vigor la Directiva de Servicios?

Aunque los Estados miembros disponen de un plazo de transposición de tres años, que finaliza el 28 de diciembre de 2009, la Directiva de Servicios está ya en vigor desde el 28 de diciembre de 2006.

Esto significa que existen obligaciones ya vigentes. Desde diciembre de 2006, los Estados miembros deben abstenerse de adoptar cualquier nueva normativa que vaya en contra de las disposiciones de la Directiva, y tendrán la obligación de comunicar cualquier cambio o modificación a la Comisión Europea. Esto atañe tanto a la normativa estatal, como autonómica y local.

3.  ¿Qué sectores de la economía están cubiertos por la Directiva?

La Directiva cubre una amplia gama de servicios que constituyen una parte importante de la economía. Sin ánimo de ser exhaustivos, podemos citar algunos ejemplos de servicios cubiertos por la Directiva: las actividades que realizan la mayor parte de las profesiones reguladas (asesoría jurídica o fiscal, arquitectura, ingeniería, contabilidad, topografía, peritaje), la artesanía, los servicios prestados a empresas (limpieza, vigilancia y seguridad, organización de eventos, cobro de deudas, publicidad, consultoría en gestión y organización empresarial), la distribución comercial (incluyendo el comercio mayorista y el minorista), los servicios en el ámbito del turismo (por ejemplo, las agencias de viajes), los servicios de ocio (centros deportivos, parques de ocio), los servicios en el área de la instalación y mantenimiento de equipos, los servicios relacionados con la información (creación y gestión de páginas en Internet, agencias de noticias, editoriales), las actividades de consultoría y programación informática, la hostelería (restaurantes, hoteles, cafeterías, bares), servicios en el ámbito de la formación y la educación, los servicios de alquiler y arrendamiento con opción de compra, los servicios inmobiliarios, los servicios al hogar (limpieza, jardinería, reparaciones), los servicios de certificación, etc.

Por tanto, sólo quedan fuera del ámbito de aplicación de la Directiva aquellos servicios explícitamente excluidos en la misma: los servicios de interés general no económicos, los servicios financieros, los servicios audiovisuales, los servicios sanitarios, los servicios de transporte, los servicios prestados por notarios y agentes judiciales, los servicios de seguridad privada, las actividades de juego por dinero, los servicios de las empresas de trabajo temporal, los servicios sociales, los servicios y redes de comunicación electrónicas y las actividades vinculadas al ejercicio de la autoridad pública. Hay que subrayar en todo caso que el alcance de la exclusión de estos sectores no es total, sino que se limita a lo dispuesto en la propia Directiva.

4.  ¿Por qué la Directiva adopta un enfoque horizontal?

En julio de 2002 la Comisión publicó un informe sobre «El estado del Mercado Interior de Servicios» que incluía un inventario de los obstáculos que limitaban el desarrollo de actividades de servicios entre Estados miembros. El informe llegaba a la conclusión de que diez años después de lo que debería haber sido la realización del mercado interior, existía todavía un gran desfase entre la visión de una Europa económica integrada y la realidad tal como la viven y experimentan los ciudadanos europeos y los prestadores de servicios.

Ante esta situación, podría quizás haberse actuado a través de procedimientos de infracción para hacer valer lo establecido en el Tratado con respecto a la libre circulación de servicios. Sin embargo, éstos son utilizados caso por caso y, por tanto, no eran el instrumento adecuado para eliminar las barreras de manera sistemática.

Por otra parte, si se hubiera recurrido a un enfoque sectorial en vez de a uno horizontal, se hubieran debido adoptar un número importante de directivas sector a sector. Esto hubiera resultado más costoso y además, muchas de las barreras identificadas en los distintos sectores de servicios son comunes a todos ellos. Por ejemplo, el exceso de trámites administrativos, la inseguridad jurídica que rodea a las actividades transfronterizas y la falta de confianza recíproca entre Estados miembros.

Todo ello aconsejaba la adopción de un enfoque horizontal, que a través de una única directiva abordara de manera consistente y efectiva las barreras que impedían alcanzar un auténtico mercado único de servicios en la Unión Europea.

5.  ¿Cuál es el objetivo de la simplificación administrativa incluida dentro de la Directiva?

El objetivo de la simplificación administrativa es reducir y eliminar la normativa innecesaria e injustificada que restringe el acceso y ejercicio de una actividad de servicios. Por ello, la simplificación administrativa redundará en una reducción de los diferentes procedimientos y trámites existentes en la actualidad y favorecerá la claridad y transparencia de éstos.

6.  ¿Qué significa la ventanilla única?

El concepto de ventanilla única en la Directiva de Servicios no se refiere sólo a facilitar a través de un único punto de contacto toda la información relativa al acceso y ejercicio de una actividad de servicios. Va mucho más allá al exigir a las Administraciones Públicas que garanticen que los prestadores puedan llevar a cabo todos los trámites necesarios para el acceso y ejercicio de sus actividades de servicios a través de dicho punto único. Los trámites abarcan, por ejemplo, las solicitudes de autorización o las solicitudes de inscripción en registros.

7.  ¿Cómo va a facilitar la Directiva la libertad de establecimiento en cualquier Estado miembro?

La Directiva establece como regla general que cualquier prestador de servicios establecido legalmente en un Estado miembro podrá establecerse en cualquier otro país de la Unión. Por ello, sólo excepcionalmente podrá supeditarse el acceso o ejercicio de una actividad de servicios a un régimen de autorización cuando concurran determinadas condiciones.

8.  ¿Cómo va a facilitar la Directiva la libre prestación temporal de servicios?

Uno de los principios básicos de la Directiva establece que los Estados miembros deben garantizar el libre acceso a la actividades de servicios y su libre ejercicio en su territorio.

Así, los Estados miembros donde se preste el servicio sólo excepcionalmente podrán imponer requisitos adicionales si éstos son no discriminatorios, resultan proporcionados y están justificados por razones de orden público, seguridad pública, salud pública o protección del medio ambiente.

9.  ¿En qué afecta la Directiva de servicios a los consumidores?

En términos generales, la Directiva de Servicios redundará en importantes beneficios para los consumidores en forma de mejora en los niveles de calidad, aumento de la cantidad de servicios ofertados y reducciones de precios.

Además, la Directiva se preocupa especialmente de la protección de los derechos de los destinatarios de los servicios, al establecer toda la información a la que deben poder acceder fácilmente los destinatarios -datos sobre los prestadores, vías de reclamación y recursos que pueden interponerse o datos de asociaciones a las que puedan dirigirse para obtener asistencia- y al formalizar el derecho a utilizar servicios de otros Estados miembros.

10.  ¿Cómo afecta la Directiva a la calidad de los servicios?

Uno de los objetivos fundamentales de la Directiva es mejorar la calidad de los servicios. En este sentido, se fomentará la elaboración de códigos de conducta a escala europea, a través de la consulta a organismos y asociaciones profesionales afectados. Al mismo tiempo, se incentivará a las empresas a elaborar cartas de calidad de los servicios ofrecidos y a certificar voluntariamente que sus actividades cumplen determinados estándares de calidad.

11.  ¿Se ha previsto algún sistema de colaboración entre los Estados miembros?

Una de las grandes novedades que incorpora la Directiva es la denominada cooperación administrativa entre los Estados miembros. Dicha cooperación tiene la característica de ser una obligación legal vinculante para las diferentes administraciones y tiene como objetivo mejorar los sistemas y canales de información y control dentro del mercado interior, así como evitar una multiplicación de los controles. La cooperación administrativa se concibe como un instrumento ágil y rápido para que sea efectiva, de manera que se llevará a cabo a través de un sistema electrónico de intercambio de información entre los Estados miembros.
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La Ley 17/2009 sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio 



I.  ÁMBITO DE APLICACIÓN

Los servicios que se realizan a cambio de una contraprestación económica y que son ofrecidos o prestados en territorio español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro estado miembro constituyen el ámbito de aplicación de la LAS (art. 2.1).

1.  Servicios sujetos

El art. 2.1 LAS dispone que:

«Esta Ley se aplica a los servicios que se realizan a cambio de una contraprestación económica y que son ofrecidos o prestados en territorio español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro.»


A los efectos de la LAS conviene tener en cuenta, en relación con dicho ámbito de aplicación, las definiciones que se hacen de los conceptos necesarios a los efectos de su aplicación (art. 3 LAS):


Art. 3. Definiciones.

A los efectos de esta Ley se entenderá por:

1. «Servicio»: cualquier actividad económica por cuenta propia, prestada normalmente a cambio de una remuneración, contemplada en el art. 50 del Tratado de la Comunidad Europea  (1) .

2. «Prestador»: cualquier persona física con la nacionalidad de cualquier Estado miembro, o residente legal en España, o cualquier persona jurídica o entidad constituida de conformidad con la legislación de un Estado miembro, cuya sede social o centro de actividad principal se encuentre dentro de la Unión Europea, que ofrezca o preste un servicio.

3. «Destinatario»: cualquier persona física o jurídica, que utilice o desee utilizar un servicio.

4. «Estado miembro de establecimiento»: el Estado miembro cuyo territorio tenga su establecimiento el prestador del servicio.

5. «Establecimiento»: el acceso a una actividad no asalariada y su ejercicio, así como la constitución y gestión de empresas y especialmente de sociedades, en las condiciones fijadas por la legislación, por una duración indeterminada, en particular por medio de una infraestructura estable.

6. «Establecimiento físico»: cualquier infraestructura estable a partir de la cual se lleva a cabo efectivamente una prestación de servicios.

7. «Autorización»: cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que se exija, con carácter previo, para el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio.

8. «Requisito»: cualquier obligación, prohibición, condición o límite al acceso al ejercicio de una actividad de servicios previstos en el ordenamiento jurídico o derivados de la jurisprudencia o de las prácticas administrativas o establecidos en las normas de los colegios profesionales.

9. «Declaración responsable»: el documento suscrito por la persona titular de una actividad empresarial o profesional en el que se declara, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de la actividad.

10. «Régimen de autorización»: cualquier sistema previsto en el ordenamiento jurídico o en las normas de los colegios profesionales que contenga el procedimiento, los requisitos y autorizaciones necesarios para el acceso o ejercicio de una actividad de servicios.

11. «Razón imperiosa de interés general»: razón definida e interpretada la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, limitadas las siguientes: el orden público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y la salud de los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional y los objetivos de la política social y cultural.

12. «Autoridad competente»: cualquier organismo o entidad que lleve a cabo la regulación, ordenación o control de las actividades de servicios, o cuya actuación afecte al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio, y, en particular, las autoridades administrativas estatales, autonómicas o locales y los colegios profesionales y, en su caso, consejos generales y autonómicos de colegios profesionales.

13. «Profesión regulada»: la actividad o conjunto de actividades profesionales, cuyo acceso, ejercicio o una de las modalidades de ejercicio estén subordinados de manera directa o indirecta, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias, a la posesión de determinadas cualificaciones profesionales.

14. «Comunicación comercial»: cualquier forma de comunicación destinada a promocionar, directa o indirectamente, bienes, servicios o la imagen de una empresa, organización o persona con una actividad comercial, industrial o artesanal o que ejerza una profesión regulada. No se consideran comunicaciones comerciales:

a) Los datos que permiten acceder directamente a la actividad de dicha empresa, organización o persona y, concretamente, el nombre de dominio o la dirección de correo electrónico.

b) La información relativa a los bienes, servicios o a la imagen de dicha empresa, organización o persona, elaborada de forma independiente, especialmente cuando se facilitan sin contrapartida económica.



El listado de servicios afectados por la LAS es tan numeroso que cualquier intento de hacer una relación sería infructuosa y parcial. Para ello conviene distinguir varios tipos o clases de servicios que podemos agrupar en función del objeto de la actividad, y que se analizan más adelante:


	
- Servicios o actividades inocuas. 

	
- Servicios o actividades clasificadas. 

	
- Servicios o actividades eventuales. 



2.  Servicios exceptuados

Frente a una aplicación amplia de la LAS, la misma exceptúa de su ámbito de aplicación a normas que deban ser respetadas por la sociedad en su conjunto, ya sea prestadores o particulares, como por ejemplo, la normativa en Derecho penal o las normas de comportamiento en la circulación. Es decir, la Ley no interfiere con los requisitos o con la normativa que tienen que ser respetados por los prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su capacidad privada.

En el mismo sentido, no afecta a las disposiciones legales o reglamentarias en materia de empleo y condiciones de trabajo, incluida la seguridad y salud en el trabajo, ni a las cláusulas contenidas en convenios colectivos o en contratos individuales de trabajo ni al ejercicio de derechos colectivos en el ámbito laboral, como el derecho a negociar, celebrar y aplicar convenios colectivos y a emprender acciones de conflicto colectivo.

Siguiendo el preámbulo II de las LAS, ésta se refiere únicamente a las actividades de servicios por cuenta propia que se realizan a cambio de una contraprestación económica. Los servicios no económicos de interés general, que se realizan en ausencia de dicha contrapartida económica, no están cubiertos por las disposiciones del Tratado de la Comunidad Europea relativas al mercado interior, por lo que no están incluidos en el ámbito de aplicación de la Directiva y consiguientemente tampoco en el de la LAS. Por otro lado, esta Ley no afecta a los requisitos que rigen el acceso a los fondos públicos, incluidas las condiciones contractuales específicas y las normas de calidad que han de respetarse como condición para percibirlos.

Siguiendo la Directiva 2006/123/CE no se aplica a los servicios financieros; los servicios y redes de comunicaciones electrónicas; los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los servicios portuarios; los servicios de las empresas de trabajo temporal; los servicios sanitarios; los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos y la radiodifusión; las actividades de juego, incluidas las loterías; los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo a las familias y personas temporal o permanentemente necesitadas, proporcionados directa o indirectamente por las Administraciones Públicas; y los servicios de seguridad privada.

Dice el art. 2.2. LAS que quedan exceptuados del ámbito de aplicación de la misma:


	
a) Los servicios no económicos de interés general. 

	
b) Los servicios financieros. 

	
c) Los servicios y redes de comunicaciones electrónicas, así como los recursos y servicios asociados en lo que se refiere a las materias que se rigen por la legislación sobre comunicaciones electrónicas. 

	
d) Los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los transportes urbanos, y de la navegación marítima y aérea, incluidos los servicios portuarios y aeroportuarios necesarios para llevar a cabo la actividad de transporte, exceptuando la actividad de las plataformas logísticas de las empresas y de las actividades necesarias para su funcionamiento. 

	
e) Los servicios de las empresas de trabajo temporal. 

	
f) Los servicios sanitarios, incluidos los servicios farmacéuticos, realizados o no en establecimientos sanitarios e independientemente de su modo de organización y de financiación a escala estatal y de su carácter público o privado, prestados por profesionales de la salud a sus pacientes, con objeto de evaluar, mantener o restaurar su estado de salud, cuando estas actividades estén reservadas a profesiones sanitarias reguladas. 

	
g) Los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos, independientemente de su modo de producción, distribución y transmisión y la radiodifusión, exceptuando las actividades de comercio al por menor de los productos audiovisuales. 

	
h) Las actividades de juego, incluidas las loterías, que impliquen apuestas de valor monetario. 

	
i) Las actividades que supongan el ejercicio de la autoridad pública, en particular las de los notarios, registradores de la propiedad y mercantiles. 

	
j) Los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo a familias y personas temporal o permanentemente necesitadas provistos directamente por las Administraciones Públicas o por prestadores privados en la medida en que dichos servicios se presten en virtud de acuerdo, concierto o convenio con la referida Administración. 

	
k) Los servicios de seguridad privada. 



Junto a dichos servicios exceptuados, quedan fuera del ámbito de aplicación de la LAS el ámbito tributario (art. 2.3).

En caso de conflicto entre las disposiciones de la LAS y otras disposiciones que regulen el acceso a una determinada actividad de servicios o su ejercicio en aplicación de normativa comunitaria, prevalecerán estas últimas en aquellos aspectos expresamente previstos en la normativa comunitaria de la que traiga causa (art. 2.4 LAS).

Dentro de los servicios exceptuados, y desde la perspectiva municipal, nos encontramos con que algunos no están, ni estaban antes, sujetos a intervención (licencia/autorización) del Ayuntamiento, como es el caso de transportes urbanos, servicios de seguridad privada, servicios sociales, etc.

Sin embargo, el legislador ha querido excluir del ámbito de aplicación de la LAS otros servicios que sí estaban sujetos a licencia municipal y que ahora, por obra y gracia de dicha excepción, seguirán bajo el control e intervención municipal.

Aquí nos encontramos con una de las cuestiones más controvertidas de la nueva Ley. El mantenimiento de un régimen jurídico de autorización para determinadas actividades, a las que no le es de aplicación la comunicación o declaración responsable para su ejercicio. Razones de interés general son las que llevan a que el legislador no permita que sin más se pueda abrir una farmacia, un banco, un centro de salud, una administración de loterías, etc.

A esta clase de servicios se les exigirá para su funcionamiento la licencia/autorización de apertura municipal.





	 (1) 

	
Art. 50. Con arreglo al presente Tratado, se considerarán como servicios las prestaciones realizadas normalmente a cambio de una remuneración, en la medida en que no se rijan por las disposiciones relativas a la libre circulación de mercancías, capitales y personas.

Los servicios comprenderán, en particular:

a. Actividades de carácter industrial;

b. Actividades de carácter mercantil;

c. Actividades artesanales;

d. Actividades propias de las profesiones liberales.

Sin perjuicio de las disposiciones del capítulo relativo al derecho de establecimiento, el prestador de un servicio podrá, con objeto de realizar dicha prestación, ejercer temporalmente su actividad en el Estado donde se lleve a cabo la prestación, en las mismas condiciones que imponga ese Estado a sus propios nacionales.
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Los procedimientos de autorización 



Lo primero que llama la atención es que el término «apertura» sólo figura recogido, y por una sola vez en el preámbulo II LAS al decir «... una vez establecidos, los prestadores de servicios podrán ejercer su actividad en todo el territorio nacional, sin perjuicio de que para la apertura de un establecimiento físico en otra parte del territorio se pueda requerir una autorización».

Si el término apertura parece que últimamente estaba siendo relegado a un segundo plano por las legislaciones medioambientales, a favor de otros como el de puesta en marcha, licencia de actividad, etc., ahora queda defenestrado con la nueva ley, sustituyéndose por el de autorización, entendiendo por tal a «cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que se exija, con carácter previo, para el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio» (art. 3.7 LAS).

Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones a los que se refiere el art. 6 LAS presentan las siguientes notas características:


	
- Tienen carácter reglado. 

	
- Han de ser claros e inequívocos. 

	
- Han de ser objetivos e imparciales. 

	
- Han de ser proporcionados al objetivo de interés general. 

	
- Han de darse a conocer con antelación. 



Junto a las notas anteriores, además han de respetarse las disposiciones recogidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como garantizar la aplicación general del silencio administrativo positivo, constituyendo el silencio administrativo negativo una excepción que necesita sus justificación en una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general.

Si el art. 6 LAS sienta los principios generales a los que se ha de someter el procedimiento de autorización, el novedoso art. 7 LAS «limitaciones temporales y territoriales» establece los cauces a través de los cuales podrá prestarse una actividad de servicios, exigiendo la presentación de una comunicación o una declaración responsable previo al ejercicio de la actividad: «Con carácter general la realización de una comunicación o una declaración responsable o el otorgamiento de una autorización permitirá acceder a una actividad de servicios y ejercerla por tiempo indefinido...» (art. 7.1 LAS).

El nuevo régimen de las autorizaciones ha de ser tratado con cautela a fin de no desviarse del espíritu que preside la LAS. Hay que dejar claro que la autorización es la excepción, siendo la regla la comunicación. Esta afirmación tiene su causa en el art. 5 LAS cuando se dice que excepcionalmente se impondría un régimen de autorización a los prestadores, salvo que con carácter excepcional concurran una serie de condiciones suficientemente motivadas.


«Art. 5. Regímenes de autorización.

La normativa reguladora del acceso a una actividad de servicios o del ejercicio de la misma no podrá imponer a los prestadores un régimen de autorización, salvo excepcionalmente y siempre que concurran las siguientes condiciones, que habrán de motivarse suficientemente en la ley que establezca dicho régimen:

a) No discriminación: que el régimen de autorización no resulte discriminatorio ni directa ni indirectamente en función de la nacionalidad o de que el establecimiento se encuentre o no en territorio de la autoridad competente o, por lo que se refiere a sociedades, por razón del lugar de ubicación del domicilio social;

b) Necesidad: que el régimen de autorización esté justificado por una razón imperiosa de interés general, y

c) Proporcionalidad: que dicho régimen sea el instrumento más adecuado para garantizar la consecución del objetivo que se persigue porque no existen otras medidas menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado, en particular cuando un control a posteriori se produjese demasiado tarde para ser realmente eficaz. Así, en ningún caso, el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio se sujetarán a un régimen de autorización cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos y se facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad.»



Si la autorización carácter excepcional y tasado (no discriminación, necesidad y proporcionalidad), el art. 7.2 LAS, sobre limitaciones temporales y territoriales, parece querer darle la apariencia de regla, cuando dice se refiere de forma reiterada a la autorización:

«Lo dispuesto en el apartado anterior no afectará a la posibilidad de las autoridades competentes de revocar la autorización, en especial cuando dejen de cumplirse las condiciones para la concesión de la autorización.»


Aquí podemos encontramos con una buena excusa para no aplicar el régimen de comunicación o declaración responsable.






La simplificación administrativa 



I.  LA LEY 11/2007, DE 22 DE JUNIO, DE ACCESO ELECTRÓNICO DE LOS CIUDADANOS A LOS SERVICIOS PÚBLICOS

La simplificación administrativa ya venía impuesta en la Ley 11/2007, que traspone la Directiva 2006/123 CE, presentando las siguientes notas definitorias:


	
- Fines (art. 3) 
	
1. Facilitar el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes por medios electrónicos. 

	
2. Facilitar el acceso por medios electrónicos de los ciudadanos a la información y al procedimiento administrativo, con especial atención a la eliminación de las barreras que limiten dicho acceso. 

	
3. Crear las condiciones de confianza en el uso de los medios electrónicos, estableciendo las medidas necesarias para la preservación de la integridad de los derechos fundamentales, y en especial los relacionados con la intimidad y la protección de datos de carácter personal, por medio de la garantía de la seguridad de los sistemas, los datos, las comunicaciones y los servicios electrónicos. 

	
4. Promover la proximidad con el ciudadano y la transparencia administrativa, así como la mejora continuada en la consecución del interés general. 

	
5. Contribuir a la mejora del funcionamiento interno de las Administraciones Públicas, incrementando la eficacia y la eficiencia de las mismas mediante el uso de las tecnologías de la información, con las debidas garantías legales en la realización de sus funciones. 

	
6. Simplificar los procedimientos administrativos y proporcionar oportunidades de participación y mayor transparencia, con las debidas garantías legales. 





	
- Principios generales (art. 4 j) La utilización de las tecnologías de la información tendrá las limitaciones establecidas por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, respetando el pleno ejercicio por los ciudadanos de los derechos que tienen reconocidos, y ajustándose a los siguientes principios: 

j) Principio de simplificación administrativa, por el cual se reduzcan de manera sustancial los tiempos y plazos de los procedimientos administrativos, logrando una mayor eficacia y eficiencia en la actividad administrativa. 



	
- Utilización de medios electrónicos (art. 33) La gestión electrónica de la actividad administrativa respetará la titularidad y el ejercicio de la competencia por la Administración Pública, órgano o entidad que la tenga atribuida y el cumplimiento de los requisitos formales y materiales establecidos en las normas que regulen la correspondiente actividad. A estos efectos, y en todo caso bajo criterios de simplificación administrativa, se impulsará la aplicación de medios electrónicos a los procesos de trabajo y la gestión de los procedimientos y de la actuación administrativa. 

En la aplicación de medios electrónicos a la actividad administrativa se considerará la adecuada dotación de recursos y medios materiales al personal que vaya a utilizarlos, así como la necesaria formación acerca de su utilización. 



	
- Criterios para la gestión electrónica (art. 34) La aplicación de medios electrónicos a la gestión de los procedimientos, procesos y servicios irá siempre precedida de la realización de un análisis de rediseño funcional y simplificación del procedimiento, proceso o servicio, en el que se considerarán especialmente los siguientes aspectos: 


	
a) La supresión o reducción de la documentación requerida a los ciudadanos, mediante su sustitución por datos, transmisiones de datos o certificaciones, o la regulación de su aportación al finalizar la tramitación. 

	
b) La previsión de medios e instrumentos de participación, transparencia e información. 

	
c) La reducción de los plazos y tiempos de respuesta. 

	
d) La racionalización de la distribución de las cargas de trabajo y de las comunicaciones internas. 





	
- Instrucción del procedimiento utilizando medios electrónicos (art. 36) Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción por medios electrónicos de los procedimientos deberán garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables de los procedimientos así como la tramitación ordenada de los expedientes y facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos. 

Los sistemas de comunicación utilizados en la gestión electrónica de los procedimientos para las comunicaciones entre los órganos y unidades intervinientes a efectos de emisión y recepción de informes u otras actuaciones deberán cumplir los requisitos establecidos en esta Ley. 

Cuando se utilicen medios electrónicos para la participación de los interesados en la instrucción del procedimiento a los efectos del ejercicio de su derecho a presentar alegaciones en cualquier momento anterior a la propuesta de resolución o en la práctica del trámite de audiencia cuando proceda, se emplearán los medios de comunicación y notificación previstos en los arts. 27 y 28  (1)  de esta Ley. 





II.  LA LEY 17/2009 (LAS)

Nos encontramos ante una de las claves para poder satisfacer la demanda de los ciudadanos en general, y en particular del prestador de servicios, que se aborda desde la LAS con una triple perspectiva, de un lado, con la eliminación del innecesario trámite de compulsa o cotejo de documentos; de otro, con la presentación a distancia y por medios electrónicos de documentos y realización de trámites, y finalmente mediante la puesta en marcha de un sistema de ventanilla única.


«Art. 17. Simplificación de procedimientos.

1. Las Administraciones Públicas revisarán los procedimientos y trámites aplicables al establecimiento y la prestación de servicios con el objeto de impulsar su simplificación.

2. Asimismo, a los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, las autoridades competentes aceptarán los documentos procedentes de otro Estado miembro de los que se desprenda que se cumplen tales requisitos.

3. En el caso de documentos emitidos por una autoridad competente ya sea en España o en otro Estado miembro, no se exigirá la presentación de documentos originales o copias compulsadas ni traducciones juradas, salvo en los casos previstos por la normativa comunitaria, o justificados por motivos de orden público y de seguridad pública. No obstante, la autoridad competente podrá recabar de otra autoridad competente la confirmación de la autenticidad del documento aportado.

4. Todos los procedimientos y trámites que supeditan el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio se podrán realizar electrónicamente y a distancia salvo que se trate de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la prestación del servicio.

Art. 18. Ventanilla única

1. Los prestadores de servicios podrán acceder, electrónicamente y a distancia a través de una ventanilla única, tanto a la información sobre los procedimientos necesarios para el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, como a la realización de los trámites preceptivos para ello, incluyendo las declaraciones, notificaciones o solicitudes necesarias para obtener una autorización, así como las solicitudes de inscripción en registros, listas oficiales, asociaciones, colegios?profesionales y consejos generales y autonómicos de colegios profesionales.

2. Las Administraciones Públicas garantizarán que los prestadores de servicios, puedan, a través de la ventanilla única:

a) Obtener toda la información y formularios necesarios para el acceso a su actividad y su ejercicio.

b) Presentar toda la documentación y solicitudes necesarias.

c) Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en que tengan la condición de interesado y recibir la correspondiente notificación de los actos de trámite preceptivos y la resolución de los mismos por el órgano administrativo competente.

3. Asimismo, la Administraciones Públicas adoptarán las medidas necesarias e incorporarán en sus respectivos ámbitos las tecnologías precisas para garantizar la interoperabilidad de los distintos sistemas.

Art. 19. Garantías de información a través de la ventanilla única

1. Los prestadores y los destinatarios tienen el derecho a obtener, a través de la ventanilla única y por medios electrónicos, la siguiente información, que deberá ser clara e inequívoca:

a) Los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, en especial los relativos a los trámites necesarios para acceder a las actividades de servicios y su ejercicio, así como los datos de las autoridades competentes que permitan ponerse en contacto directamente con ellas.

b) Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicos relativos a los prestadores y a los servicios.

c) Las vías de reclamación y los recursos que podrán interponerse en caso de litigio entre las autoridades competentes y el prestador o el destinatario, o entre un prestador y un destinatario, o entre prestadores.

d) Los datos de las asociaciones sectoriales de prestadores de servicios y las organizaciones de consumidores que presten asistencia a los prestadores y destinatarios de los servicios.

2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas para que en la ventanilla única pueda accederse a la información contemplada en este artículo en castellano, en las lenguas cooficiales del Estado y en alguna otra lengua de trabajo comunitaria.

3. Asimismo, se facilitará que los prestadores y los destinatarios puedan obtener por medios electrónicos y a distancia, en particular a través de las ventanillas únicas de otros Estados miembros, el acceso a:

a) Información general sobre los requisitos aplicables en los demás Estados al acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y en especial, la información relacionada con la protección de los consumidores.

b) Información general sobre las vías de recurso disponibles en caso de litigio entre el prestador y el destinatario en otros Estados miembros.

c) Datos de las asociaciones u organizaciones de otros Estados miembros, incluidos los centros de la Red de centros europeos de los consumidores, que pueden ofrecer a los prestadores o destinatarios asistencia práctica.

4. El derecho a la información contenido en este artículo no exige a las autoridades competentes que faciliten asesoramiento jurídico en casos particulares.»



Las notas que caracterizan la simplificación de procedimientos son:


	
1. En primer lugar, los Ayuntamientos han de revisar los procedimientos y trámites con objeto de impulsar su simplificación. 

	
2. Se aceptarán los documentos procedentes de otro Estado miembro. 

	
3. No se exigirá la presentación de documentos originales o copias compulsadas, como regla general. 

	
4. Todos los procedimientos y trámites se podrán realizar electrónicamente. 



Respecto a la ventanilla única:


	
1. Electrónicamente y a distancia, los prestadores de servicios podrán acceder a la información sobre procedimientos necesarios y la realización de trámites preceptivos. 

	
2. Se garantiza a los prestadores de servicios el derecho a obtener toda información y formularios; a presentar la documentación y solicitudes necesarias y a conocer el estado de tramitación si tienen la condición de interesado y a recibir las notificaciones y resoluciones de los órganos administrativos. 

	
3. Los prestadores y destinatarios a través de la ventanilla única, tienen derecho asimismo a obtener de forma clara e inequívoca: 
	
a) Requisitos aplicables a los prestadores y en especial los trámites necesarios para acceder a las actividades de servicios y su ejercicio. 

	
b) Medios y condiciones de acceso a los registros. 

	
c) Bases de datos públicos respecto a los prestadores y a los servicios. 

	
d) Vías de reclamaciones y recursos que se puedan interponer. 

	
e) Datos de las asociaciones sectoriales de prestadores de servicios. 

	
f) La información se dará en castellano, en las lenguas cooficiales del Estado y en alguna otra lengua de trabajo comunitaria. 







III.  LA PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS

1.  Procedimiento tradicional o normal

Este procedimiento se regula con carácter común para todas las Administraciones Públicas, y sin perjuicio de las especialidades que puedan establecerse en la normativa de las CC.AA., en los arts. 68 a 73 de la LPRJPAC:

Art. 68. Clases de iniciación

Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada.

Art. 69. Iniciación de oficio


	
1. Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 

	
2. Con anterioridad al acuerdo de iniciación, podrá el órgano competente abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 



Art. 70. Solicitudes de iniciación


	
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener: 
	
a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente, así como la identificación del medio preferente o del lugar que se señale a efectos de notificaciones. 

	
b) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud. 

	
c) Lugar y fecha. 

	
d) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio. 

	
e) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige. 





	
2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa. 

	
3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados en las oficinas de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente recibo que acredite la fecha de presentación, admitiéndose como tal una copia en la que figure la fecha de presentación anotada por la oficina. 

	
4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes cuando se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos. Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas. Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan. 





Art. 71. Subsanación y mejora de la solicitud


	
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el art. 42. 

	
2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales. 

	
3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento. 



Art. 71 bis. Declaración responsable y comunicación previa


	
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. 



	
2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación previa aquel documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos y demás requisitos exigibles para el ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad, de acuerdo con lo establecido en el art. 70.1. 

	
3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones previas producirán los efectos que se determinen en cada caso por la legislación correspondiente y permitirán, con carácter general, el reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente. 



	
4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable o a una comunicación previa, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable o comunicación previa, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación. 



	
5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de declaración responsable y de comunicación previa, los cuales se facilitarán de forma clara e inequívoca y que, en todo caso, se podrán presentar a distancia y por vía electrónica. 



Art. 72. Medidas provisionales


	
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello. 

	
2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma con rango de Ley. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 



	
3. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes. 

	
4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente. 





Art. 73. Acumulación

El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión.

Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

2.  Presentación electrónica

a.  El régimen de LAS: art. 17.4

«Todos los procedimientos y trámites que supeditan el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio se podrán realizar electrónicamente y a distancia salvo que se trate de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la prestación del servicio.»


b.  El régimen de la Ley 11/2007 de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos

La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio modifica el art. 6.3 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.


«En particular, en los procedimientos relativos al acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, los ciudadanos tienen derecho a la realización de la tramitación a través de una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, y a la obtención de la siguiente información a través de medios electrónicos, que deberá ser clara e inequívoca:

a) Los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, en especial los relativos a los procedimientos y trámites necesarios para acceder a las actividades de servicio y para su ejercicio.

b) Los datos de las autoridades competentes en las materias relacionadas con las actividades de servicios, así como los datos de las asociaciones y organizaciones distintas de las autoridades competentes a las que los prestadores o destinatarios puedan dirigirse para obtener asistencia o ayuda.

c) Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicos relativos a prestadores de actividades de servicios.

d) Los días de reclamación y recurso en caso de litigio entre las autoridades competentes y el prestador o el destinatario, o entre un prestador y un destinatario, o entre prestadores.»



Asimismo y como garantía del derecho de información al ciudadano que ha de prestar las Administraciones Públicas, se añade una nueva letra c) al apartado 2 del art. 40 de la Ley 11/2007 de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos:

«c) Asegurar la cooperación entre las Administraciones Públicas para proporcionar al ciudadano información administrativa clara, actualizada e inequívoca.»






	 (1) 

	
Artículo 27. Comunicaciones electrónicas

1. Los ciudadanos podrán elegir en todo momento la manera de comunicarse con las Administraciones Públicas, sea o no por medios electrónicos, excepto en aquellos casos en los que de una norma con rango de Ley se establezca o infiera la utilización de un medio no electrónico. La opción de comunicarse por unos u otros medios no vincula al ciudadano, que podrá, en cualquier momento, optar por un medio distinto del inicialmente elegido.

2. Las Administraciones Públicas utilizarán medios electrónicos en sus comunicaciones con los ciudadanos siempre que así lo hayan solicitado o consentido expresamente. La solicitud y el consentimiento podrán, en todo caso, emitirse y recabarse por medios electrónicos.

3. Las comunicaciones a través de medios electrónicos serán válidas siempre que exista constancia de la transmisión y recepción, de sus fechas, del contenido íntegro de las comunicaciones y se identifique fidedignamente al remitente y al destinatario de las mismas.

4. Las Administraciones publicarán, en el correspondiente Diario Oficial y en la propia sede electrónica, aquellos medios electrónicos que los ciudadanos pueden utilizar en cada supuesto en el ejercicio de su derecho a comunicarse con ellas.

5. Los requisitos de seguridad e integridad de las comunicaciones se establecerán en cada caso de forma apropiada al carácter de los datos objeto de aquéllas, de acuerdo con criterios de proporcionalidad, conforme a lo dispuesto en la legislación vigente en materia de protección de datos de carácter personal.

6. Reglamentariamente, las Administraciones Públicas podrán establecer la obligatoriedad de comunicarse con ellas utilizando sólo medios electrónicos, cuando los interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos precisos.

7. Las Administraciones Públicas utilizarán preferentemente medios electrónicos en sus comunicaciones con otras Administraciones Públicas. Las condiciones que regirán estas comunicaciones se determinarán entre las Administraciones Públicas participantes.

Artículo 28. Práctica de la notificación por medios electrónicos

1. Para que la notificación se practique utilizando algún medio electrónico se requerirá que el interesado haya señalado dicho medio como preferente o haya consentido su utilización, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27.6. Tanto la indicación de la preferencia en el uso de medios electrónicos como el consentimiento citados anteriormente podrán emitirse y recabarse, en todo caso, por medios electrónicos.

2. El sistema de notificación permitirá acreditar la fecha y hora en que se produzca la puesta a disposición del interesado del acto objeto de notificación, así como la de acceso a su contenido, momento a partir del cual la notificación se entenderá practicada a todos los efectos legales.

3. Cuando, existiendo constancia de la puesta a disposición transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada con los efectos previstos en el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común y normas concordantes, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad técnica o material del acceso.

4. Durante la tramitación del procedimiento el interesado podrá requerir al órgano correspondiente que las notificaciones sucesivas no se practiquen por medios electrónicos, utilizándose los demás medios admitidos en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común, excepto en los casos previstos en el artículo 27.6 de la presente Ley.

5. Producirá los efectos propios de la notificación por comparecencia el acceso electrónico por los interesados al contenido de las actuaciones administrativas correspondientes, siempre que quede constancia de dichos acceso.



	 Ver Texto 







La comunicación y la declaración responsable 



I.  COMENTARIOS

Estamos en presencia de la principal novedad de la LAS al afectar plenamente al nuevo régimen jurídico de las hasta ahora denominadas licencias de apertura de establecimiento.

Estas técnicas eran ya conocidas en nuestro Derecho, así p. ej. la Ley 38/2003 General de Subvenciones y la Ley 30/2007, de Contratos del Sector Público, prevén la declaración responsable, o la Ley 32/2003, General de Telecomunicaciones, en cuanto a la comunicación o «notificación fehaciente» antes del inicio de la actividad.

También las CC.AA. vienen exigiendo comunicación previa, siendo pionera la Ley 3/1998, de Intervención Integral de la Administración Ambiental de Cataluña  (1) .

La Directiva de Servicios 2006/123/CE exige que, como regla general, las actividades de servicios se sometan a un control a posteriori y que únicamente se aplique el control previo mediante la autorización o sistema equiparable cuando se cumplan los criterios de necesidad justificada por una razón imperiosa de interés general, no discriminación y proporcionalidad. En ocasiones, sin embargo, la aplicación de la autorización no es una decisión del legislador nacional porque viene impuesta por el propio Derecho comunitario, en cuanto así le exigen expresamente otras directivas comunitarias. Así ocurre, en especial, en el ámbito de la protección del medio ambiente, en el que la utilizan como el medio más idóneo para hacer efectivo el principio de acción preventiva del art. 174.2 Tratado de la Comunidad Europea (pueden citarse, en este sentido, entre otras muchas, la Directiva 2006/11/CE, relativa a la contaminación causado por determinadas sustancias peligrosas vertidas en el medio acuático de la Comunidad, o la Directiva 2008/1/CE, relativa a la prevención y al control integrados de la Contaminación).

En estos casos en los que se exige por Directiva la autorización, el TJCE ha declarado (sentencia de 6 noviembre de 2008, por la que se resuelve una cuestión prejudicial planteada por el Consejo de Estado francés) que este sistema de control a priori no puede ser sustituido por el legislador nacional por los de declaración o comunicación previa, dado que la autorización «implica un examen caso por caso de todas las solicitudes presentadas con este fin y no puede ser tácita».

Para aquellos sectores en los que procede suprimir la exigencia de autorización, la Ley Ómnibus regula con carácter general, como técnicas alternativas de control a posteriori, la declaración responsable y la comunicación previa  (2) .

Dejando a un lado el régimen de autorización que excepcionalmente pueda imponerse por ley a los prestadores (art. 5 LAS), la comunicación (a la que se denomina ya comunicación previa) y la declaración responsable se convierte en la referencia del nuevo régimen jurídico de las actividades de servicios, hasta el punto que se considerará que no está justificada una autorización cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador, para facilitar, si es necesario, el control de la actividad.

Mientras la comunicación no se define en la LAS, por declaración responsable se entiende que es «el documento suscrito por la persona titular de una actividad empresarial o profesional en el que declara, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de la actividad» (art. 3.9 LAS).

La declaración responsable figura en los siguientes arts. LAS:

- 3.9 (Definición).

- 5.c) (Regímenes de autorización).

- 7 (Limitaciones temporales y territoriales).

Por su parte la comunicación se recoge en los artículos:

- 5.c) (Regímenes de autorización).

- 7 (Limitaciones temporales y territoriales).

Pese a que aparentemente la declaración responsable puede tener mayor importancia que la comunicación, la LAS la equipara al exigirse de forma indistinta la presentación de una u otra. La diferencia podríamos encontrarla en que mientras la primera figura está definida en el art. 3.9 LAS, sobre la segunda no se hace definición alguna, entendemos que porque realmente no necesita una definición para entender el alcance y contenido de la misma  (3) .

II.  LA INSTALACIÓN DE ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES

El artículo único Dos de la Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista recoge con carácter general la no sujeción a régimen de autorización la instalación de establecimientos comerciales, si bien excepciona dicho régimen únicamente cuando esté justificado por 4 razones imperiosas de interés general amparadas por la normativa de la Unión Europea y de acuerdo con los requisitos y procedimientos que deberán justificarse de acuerdo con el principio de proporcionalidad.

Dos. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo:


«Art. 6. Instalación de establecimientos comerciales.

1. Con carácter general, la instalación de establecimientos comerciales no estará sujeta a régimen de autorización comercial.

No obstante lo anterior, la instalación de establecimientos comerciales podrá quedar sometida a una autorización que se concederá por tiempo indefinido cuando, una vez aplicados el juicio de proporcionalidad, según lo establecido en el art. 5.c) de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y el principio de no discriminación, de manera clara e inequívoca concurran razones imperiosas de interés general relacionadas con la distribución comercial, de acuerdo con lo que se establece en el siguiente apartado y así se motive suficientemente en la ley que establezca dicho régimen.

En ningún caso constituyen razones imperiosas de interés general válidas para la imposición de un régimen de autorización las razones de índole económica, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de este artículo.

2. Los requisitos que se establezcan para la instalación de establecimientos comerciales atenderán conjuntamente a criterios basados en razones imperiosas de interés general relacionadas con la distribución comercial, como la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la ordenación del territorio y la conservación del patrimonio histórico y artístico.

En todo caso los requisitos, y en su caso los criterios de concesión de la autorización, deberán ser proporcionados, no discriminatorios, claros e inequívocos, objetivos, hechos públicos con antelación, predecibles, transparentes y accesibles.

3. En ningún caso podrán establecerse requisitos de naturaleza económica que supediten la concesión de la autorización a la prueba de la existencia de una necesidad económica o de una demanda en el mercado, a que se evalúen los efectos económicos, posibles o reales, de la actividad o a que se haga una apreciación de si la actividad se ajusta a los objetivos de programación económica fijados por la autoridad competente o a que se comercialicen productos o servicios de un tipo o procedencia determinada. Las razones imperiosas de interés general que se invoquen no podrán encubrir requisitos de planificación económica.

Adicionalmente, la instalación de establecimientos comerciales deberá respetar lo establecido en los arts. 10 y 11 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

4. En todo caso corresponde a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y Melilla regular el procedimiento de autorización para la instalación de establecimientos comerciales a que se refiere el apartado dos de este artículo, y determinar la autoridad autonómica o local competente para resolver las solicitudes de autorización. Dicho procedimiento coordinará todos los trámites administrativos necesarios para la instalación de establecimientos comerciales. Sin perjuicio de la regulación que al respecto aprueben las Comunidades Autónomas, las solicitudes presentadas deberán resolverse en un plazo máximo de seis meses, y como efecto de la falta de resolución expresa, se establecerá el silencio positivo con excepción de los supuestos que recoge el art. 6 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. No se podrá supeditar el otorgamiento de la autorización a la intervención directa o indirecta de los competidores en el procedimiento de otorgamiento de las autorizaciones, incluso en órganos consultivos, sin perjuicio de los cauces que se establezcan para la consulta al público en general. Las autorizaciones son libremente transmisibles por su titular. No obstante, la transmisión deberá ser comunicada a la administración concedente a los solos efectos de su conocimiento.»



III.  LOS MODELOS NORMALIZADOS

El art. 70.4 LRJPAC, dispone que:


«Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas normalizados de solicitudes cuando se trate de procedimientos que impliquen la resolución numerosa de una serie de procedimientos. Los modelos mencionados estarán a disposición de los ciudadanos en las dependencias administrativas.

Las solicitudes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.»



En relación con tales modelos, el art. 5  (4)  y 6 RD 772/1999 dispone:  (4) 

Art. 5. Modelos y sistemas normalizados de solicitud

Cuando se estime conveniente para facilitar a los ciudadanos la aportación de los datos e informaciones requeridos o para simplificar la tramitación del correspondiente procedimiento, el órgano competente para su instrucción o resolución podrá establecer modelos normalizados de solicitud. En todo caso, deberán establecerse tales modelos cuando concurra la circunstancia señalada en el art. 70.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los modelos a los que se refiere el apartado anterior podrán integrarse en sistemas normalizados de solicitud que permitan la transmisión por medios telemáticos de los datos e informaciones requeridos siempre que se garantice el cumplimiento de los requisitos contemplados en el art. 45.ºde la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en la Administración General del Estado. Los sistemas normalizados de solicitud deberán establecerse por Orden del titular del Ministerio correspondiente, previo informe favorable del Ministerio de Administraciones Públicas.

Art. 6. Recibos de presentación


	
1. La expedición de los recibos acreditativos de la fecha de presentación de cualquier solicitud, escrito o comunicación, a los que se refiere el art. 70.3 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los lugares señalados en el art. 2.1. de este Real Decreto, se efectuará en el mismo momento de la presentación de la solicitud, escrito o comunicación. 

	
2. Cuando la solicitud, escrito o comunicación esté en soporte papel y la presentación se efectúe por el ciudadano o su representante acompañando una copia, el recibo consistirá en la mencionada copia en la que se hará constar el lugar de presentación, así como la fecha. En este supuesto, el órgano competente para expedir el recibo deberá verificar la exacta concordancia entre el contenido de la solicitud, escrito o comunicación original y el de su copia. Si el ciudadano o su representante no la aportase, el órgano competente podrá optar por realizar una copia de la solicitud, escrito o comunicación con iguales requisitos que los señalados en el párrafo anterior o por la expedición de un recibo en el que además conste el remitente, el órgano destinatario y un extracto del contenido de la solicitud, escrito o comunicación. 



	
3. Cuando en los supuestos previstos en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en la Administración General del Estado, el ciudadano efectúe la presentación a través de soportes, medios o aplicaciones informáticas, electrónicas o telemáticas, el recibo se expedirá de acuerdo con las características del soporte, medio o aplicación y deberá reunir los requisitos expresados en los apartados anteriores. 
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	Blanca Lozano Cutanda, «Ley Ómnibus: silencio administrativo, declaración responsable y comunicación previa». Diario LA LEY n.º 7339, feb. 2010.
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	Blanca Lozano Cutanda, «Ley Ómnibus: silencio administrativo, declaración responsable y comunicación previa». Diario LA LEY n.º 7339, feb. 2010.
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	 (3) 

	
En relación con la declaración responsable, ya se están produciendo las primeras modificaciones de ordenanzas municipales tendentes a adaptarlas a la LAS. Así el Ayuntamiento de Málaga publica en su página web www.malaga.eu comunicado sobre la nueva ordenanza que se tramita para la adaptación a la LAS en la que se incluye un cuadro de actividades que no precisan licencia de apertura, sujetándose al régimen de declaración responsable (también obviamente al de comunicación): EL AYUNTAMIENTO SUSTITUYE LAS LICENCIAS DE APERTURA POR DECLARACIONES RESPONSABLES.

El Consistorio trabaja en una nueva ordenanza que regule el inicio de actividad de estos establecimientos.

04/02/2010. La teniente de alcalde delegada de Comercio del Ayuntamiento de Málaga, Purificación Pineda, ha informado esta mañana de los criterios interpretativos derivados de la aplicación de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, que da lugar a la sustitución de las actuales licencias de apertura por comunicaciones o declaraciones responsables.

Esta nueva normativa conlleva la creación de una ordenanza en la que ya trabaja el Ayuntamiento de la ciudad (se encuentra en fase de redacción definitiva), si bien afecta sólo a determinado tipo de establecimientos comerciales y profesionales, relacionados en el cuadro adjunto.

La directiva de servicios suprime con carácter general el régimen de autorizaciones, sustituyéndolo por comunicaciones o declaraciones responsables; establece directrices para la cooperación de las distintas Administraciones y autoridades competentes de otros Estados Miembros; y simplifica los procedimientos administrativos abogando por una mayor calidad de los servicios prestados.

Este nuevo sistema supone una revolución en este campo, pues el plazo para abrir un establecimiento es de cero días y los trámites que se incorporan funcionan con mucha sencillez.

Mientras quede redactada y entre en vigor de forma definitiva la nueva ordenanza se estima necesario establecer unos criterios interpretativos de los procedimientos a seguir hasta tanto éstos sean regulados en una nueva normativa de gestión.

También es importante exponer que no afecta a locales de hostelería (cafés, bares y restaurantes) y que éstos siguen funcionando con el procedimiento ordinario de concesión de licencias.

La mencionada declaración responsable de inicio de la actividad del interesado será factible para establecimientos de uso docente o comercial hasta 1.000 m2, de uso administrativo o almacén hasta 2.000 m2 y deberá aportar una documentación básica (ver cuadro adjunto).


	ACTIVIDADES QUE NO NECESITAN LICENCIA DEAPERTURA(PRECISAN LA NUEVA DECLARACIÓNRESPONSABLE)



	
1. Venta y reparaciónde artículos de joyería, relojería, ybisutería.

2. Venta yreparación de material fonográfico,vídeo gráfico, electrónico y detelefonía; incluso alquiler de cintasde vídeo. 

3. Estudiosfotográficos.

4. Venta yreparación de aparatos einstrumentos ópticos, médicos,ortopédicos yfotográficos.

5. Venta yreparación de instrumentosmusicales.

6. Venta yreparación de juegos, juguetes yartículos de deporte.

7.Venta y reparación decalzado.

8. Venta yreparación de radio yTV.

9. Venta y reparaciónde bicicletas y otros vehículos sinmotor.

10. Venta derepuestos del automóvil ymaquinaria en general, sinalmacenamiento de cubiertas niaceite.

11. Exposición yventa de automóviles,motocicletas, y susaccesorios.

12. Venta deartículos de regalo.

13.Venta de libros, artículos depapelería y escritorio; inclusofotocopias dedocumentos.


	
14. Venta de prensa yrevistas; frutos secos ygolosinas.

15. Viveros yventa de flores yplantas.

16. Consultoriosmédicos, Clínicas (Sinhospitalización) y Clínicasveterinarias.

17.Laboratorios de análisis clínicossin manipulación de productosinflamables nicontaminantes.

18.Almacenes y venta demuebles.

19. Anticuariosy almonedas. Venta de cuadros ymolduras.

20.Herboristerías.

21.Fabricación artesanal y venta dehelados (sin usohostelero)

22. Despachosde pan y confitería, sin elaboraciónni cocción.

23. Venta decomestibles y ultramarinos (sincarnicería, pescadería, congelados,frutas ni verduras). Almacenes debebidas.

24. Almacenes yventa de textiles, colchones,confección y artículos depiel.

25. Alquiler de trajeso disfraces.

26.Almacenes y venta de materialeléctrico.

27. Almacenes yventa de ferretería y artículos demenaje; incluso venta de llaves yreparación decerraduras.


	
28. Almacenes y ventade materiales, repuestos yproductos de conservaciónrelativos a la construcción; inclusopinturas no inflamables, cerámicas,persianas vidrios.

29.Almacenes y venta deherramientas y maquinariaindustrial.

30. Almacenes,venta y reparación deelectrodomésticos.

31.Peluquerías y salones debelleza.

32. Estancos,despachos de lotería yapuestas.

33. Oficinasprofesionales y privadas engeneral.

34. Oficinasbancarias, de seguros,inmobiliarias ysimilares.

35. Agencias deviaje.

36. Oficinas paraalquiler de bienes y servicios engeneral; incluso agencias detransporte sinalmacenamiento.

37.Centros de enseñanza en plantabaja, incluidasautoescuelas.

38.Academias en planta baja; salvobaile, danza y música.

39.Salas de exposiciones.

40.Locutoriostelefónicos.






Otros requisitos:

Uso docente o comercial hasta 1.000 m2.

Uso administrativo o almacén hasta 2.000 m2.

Documentación a acompañar:

Declaración responsable.

Identificación del titular.

Fotocopia contrato arrendamiento o escritura propiedad del inmueble.

Certificado de Síntesis Urbanística.

Documentación técnica (certificado o proyecto técnico).


	ACTIVIDADES QUE SEGUIRÁN PRECISANDO LICENCIA DE APERTURA



	
1.Restaurantes

2.Autoservicios

3.Cafeterías

4.Bares

5. Bares-quiosco

6. Pubs ybares conmúsica

7. Salas defiesta

8.Discotecas

9.Discotecas dejuventud

10.Salones deCelebraciones

11.Casinos dejuego

12.Hipódromos

13.Salas de bingo

14.Salones dejuego

15. Localesde apuestas hípicasexternas

16.Canódromos

17.Salonesrecreativos

18.Cibersalas


	
19. Centros deocio ydiversión

20.Boleras

21.Salones de celebracionesInfantiles

22.ParquesAcuáticos

23.CinesTradicionales

24.Multicines oMultiplexes

25.Cines de verano o al airelibre

26.Autocines

27.Cine-Clubes

28.Cines X

29.Teatros

30.Teatros al airelibre

31. Cafés-teatro

32.Auditorios

33.Auditorios al airelibre

34. Circospermanentes

35.Estadios

36.Circuitos develocidad


	
37. Pabellonespolideportivos

38.Parques de atracciones ytemáticos. Parquesinfantiles

39.Complejosdeportivos

40.Gimnasios

41.Museos

42.Bibliotecas

43.Ludotecas

44.Videotecas

45.Hemerotecas

46.Salas deexposiciones

47.Salas deconferencias

48.Palacios de exposicionesy congresos

49.Parqueszoológicos

50.Acuarios

51.Terrarios

52.Parques o enclavesbotánicos

53.Parques o enclavesgeológicos

54.Actividades del anexo IGICA y apéndice VI de laordenanza de Proteccióncontra incendios(mayoritariamenteactividadesindustriales)
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	Modificado por RD 136/2010, de 12 de febrero (BOE 25-2-2010).
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El régimen transitorio 



La disposición transitoria LAS dispone:


«1. Los procedimientos de autorización iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se tramitarán y resolverán por la normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud. Si la tramitación y resolución se produce a partir del 28 de diciembre de 2009 y la normativa de aplicación incluye requisitos prohibidos según el art. 10 de esta Ley, éstos no se tendrán en cuenta por el órgano competente. No obstante, el interesado podrá, con anterioridad a la resolución, desistir de su solicitud y optar por la aplicación de la nueva normativa.

2. En tanto no se aprueba el desarrollo reglamentario a que se refiere la Disposición adicional cuarta, referida a las notificaciones a la Comisión Europea, éstas se realizarán a través de la Secretaría de Estado para la Unión Europea.

3. La eventual revisión o evaluación de la normativa reguladora del procedimiento de autorización no podrá constituir elemento para la no concesión de las autorizaciones solicitadas.»



La consecuencia más llamativa del régimen transitorio es la opción que tiene el prestador de continuar la tramitación del expediente con arreglo a la normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud, o por el contrario, en el caso de que no le interese, sin que tenga que justificarlo, desistir de la solicitud anterior, optando por la aplicación de la nueva normativa. En este caso el prestador podrá adelantar el inicio de la actividad, bastando la con la presentación de la comunicación y declaración responsable, sin tener que esperar a que el Ayuntamiento le comunique, de seguir con el régimen normativo anterior, la puesta en marcha de la actividad.






Cuestiones y novedades que suscita la Ley 17/2009 



I.  ¿LA COMUNICACIÓN O DECLARACIÓN RESPONSABLE TIENE CARÁCTER POTESTATIVO?

Nos encontramos ante un acto voluntarista y por lo tanto potestativo para el prestador y obligatorio, en cuanto a los efectos que del mismo se desprende para el Ayuntamiento, esto es permitir el ejercicio de la actividad, o por el contrario preceptivo y previo para el ejercicio de la actividad. Así se dice que la realización (presentación) de una comunicación o una declaración responsable permitirá acceder a una actividad de servicios y ejercerla por tiempo indefinido (art. 7.1 LAS). A contrario sensu, si no se presenta no se podrá acceder a la actividad y ejercerla. Pero en este caso ¿cómo se encuentra el prestador?, ¿en un régimen de tolerancia?, ¿en situación de clandestinidad?

La no presentación de la comunicación o declaración responsable, permitirá por otro lado para que el Ayuntamiento adopte las siguientes medidas:


	
a. Que una vez tenga conocimiento de ello, requerirá al prestador para que presente la comunicación o declaración responsable, de acuerdo con el modelo aprobado por el mismo. 

	
b. Proceder a la inspección de establecimiento. 



La comunicación o declaración responsable deberá (debería) presentarse con una antelación mínima a fin de que por parte de la Administración se pueda llevar a cabo el control de la actividad, siempre que ello no suponga una limitación al prestador para el ejercicio de la misma, a tenor del art. 9 LAS relativo a los principios aplicables a los requisitos exigidos para la prestación de actividad o servicios:


«1. Las Administración Públicas no podrán exigir requisitos, controles previos o garantías equivalentes o comparables, por su finalidad a aquellos a los que ya esté sometido el prestador en España o en otro Estado miembro.

2. Todos los requisitos que supediten el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio deberán ajustarse a los siguientes criterios:

- No ser discriminatorios.

- Estar justificados por una razón imperiosa de interés general.

- Ser proporcionados a dicha razón imperiosa de interés general.

- Ser claros e inequívocos.

- Ser objetivos.

- Ser hechos públicos con antelación

- Ser transparentes y accesibles.

3. El acceso a una actividad o su ejercicio se regirá por el principio de igualdad de trato y no discriminación.»



En el caso de espectáculos públicos y actividades recreativas estaría justificado que el Ayuntamiento compruebe antes del inicio de la actividad, al menos que dispone del correspondiente seguro de responsabilidad civil, lo que justificaría a nuestro juicio la existencia de una razón imperiosa de interés general para el no ejercicio de la actividad si no se acredita dicho requisito, el que cumpliría los criterios del art. 9.2 LAS citado.

A tal fin ora por la legislación de las CC.AA. ora por la propia ordenanza de establecimientos, deberá recogerse tal requisito, que:


	
- No es discriminatorio. Su cumplimiento es para todos los establecimientos en los que se exija el seguro de responsabilidad civil. 

	
- Está justificado y es proporcionado por una razón imperiosa de interés general. Se pretende proteger a los usuarios del establecimiento, cuyos derechos no pueden verse desprotegidos por el incumplimiento de una obligación básica del prestador. 

	
- Es claro e inequívoco. No da lugar a dudas en su aplicación y contenido. 

	
- Es objetivo. Se exige al margen de la cualidad subjetiva del prestador. 

	
- Se ha de hacer público con antelación suficiente, mediante la publicación en el Boletín Oficial. 

	
- Es transparente y accesible. No estamos ante una exigencia que entra en el campo de los actos jurídicos indeterminados, de no fácil comprensión y aplicación. 



II.  ¿QUÉ OCURRE SI UNA ACTIVIDAD SE LLEVA A CABO SIN QUE EL PRESTADOR COMUNIQUE AL AYUNTAMIENTO EL INICIO DE LA MISMA?

Consecuencia directa de la no presentación de la comunicación o presentación de declaración responsable, es que el prestador inicie la actividad que sin el Ayuntamiento tenga conocimiento de ello.

En este caso, una vez que la Administración haya detectado tal situación deberá proceder a levantar acta de ello, realizando asimismo la inspección del establecimiento, para comprobar que el mismo reúne las condiciones necesarias para su funcionamiento, a la vez que requerirá del promotor la documentación preceptiva (certificado técnico, boletines de instalación, certificado de inspección sanitaria, etc.).

El Ayuntamiento podrá incoar expediente para impedir el ejercicio de la actividad, previa audiencia al prestador, requiriéndole para que presente la comunicación o declaración responsable, con advertencia del cierre del local.

III.  NO AFECTA A ACTIVIDADES EN LAS QUE PREVIAMENTE HAYAN DE REALIZARSE OBRAS DE ADAPTACIÓN DEL LOCAL O DE LAS INSTALACIONES

Este es uno de los aspectos que más controversia puede producir el art. 7 LAS ya que la necesidad de realizar obras de adaptación, mejora o reforma en un local, o bien de obra nueva, impide per se el inicio de la actividad, pero además entramos en la controversia licencia de apertura-licencia de obras del art. 22.3 del RSCL: «cuando con arreglo al proyecto presentado, la edificación de un inmueble se destinara específicamente a establecimiento de características determinadas, no se concederá el permiso de obras sin el otorgamiento de la licencia de apertura, si fuere procedente».

La necesidad de la licencia de apertura previa a la licencia de obras con la finalidad de garantizar que la ejecución de éstas cumple el objetivo de posibilitar el ejercicio de la actividad en el inmueble proyectado, a fin de evitar innecesarios gastos y por ende responsabilidad patrimonial para la administración, plantea a la vista del art. 7.1 LAS el interrogante de si con la comunicación o declaración responsable para acceder a una actividad de servicios pueden iniciarse las obras necesarias. En puridad si dicha declaración equivale a una licencia de apertura, puesto que puede ejercerse la actividad, puede admitirse que con la misma pueden iniciarse las obras.

El carácter reglado de la licencia de obras impide, por otro lado, que la misma se obtenga sin que antes se haya tramitado con arreglo al procedimiento urbanístico previsto, sin perjuicio de su obtención por silencio administrativo una vez que haya transcurrido el tiempo previsto desde su solicitud.

Si lo que se pretende es facilitar el establecimiento de actividades y servicios, simplificando los procedimientos (art. 1 LAS) necesariamente tendremos que concluir que los proyectos de obras afectados por el ejercicio de servicios o actividades incluidas en el ámbito de aplicación del art. 2 LAS, la comunicación o declaración responsable para acceder al ejercicio de la actividad o servicio llevará implícita la realización de las obras necesarias, por lo que siendo competencia de las CC.AA. establecer el régimen jurídico de las licencias urbanísticas, deberán éstas tomar buena nota del mandato de legislador comunitario, recogido en la transposición de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2008 por la LAS.

En este sentido, ya ha surgido un primer avance legislativo, representado por Ley Foral 15/2009, de 9 de diciembre, de medidas de simplificación administrativa para la puesta en marcha de actividades empresariales o profesionales, que en su disposición final primera por la que se modifica el art. 49.3 de la Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de Intervención para la Protección Ambiental, dice que:

«No se podrán conceder licencias de obras para actividades clasificadas en tanto no se haya otorgado la licencia de actividad correspondiente. No obstante lo anterior, para determinadas actividades de baja incidencia medioambiental y en los términos y condiciones que reglamentariamente se prevean, se podrá conceder licencia de obras mientras se tramita la licencia de actividad. En dichos casos, la ejecución de las obras quedará bajo la exclusiva responsabilidad de su promotor, sin que la misma condicione el otorgamiento o denegación de la licencia de actividad, ni la necesaria y obligada adaptación a las condiciones que se señalen por el organismo medioambiental.»


Así se desprende igualmente del art. 17.1 LAS: «Las Administraciones Públicas revisarán los procedimientos y trámites aplicables al establecimiento y la prestación de servicios con el objeto de impulsar su simplificación».

IV.  ¿LAS ACTIVIDADES BENEFICIADAS POR DICHA COMUNICACIÓN SERÁN LAS INOCUAS?

No. Sin perjuicio de lo que dispongan las CC.AA. en principio entendemos que las actividades clasificadas también se ven afectadas por la comunicación previa y declaración responsable, lo que no quiere decir que no se tramite el procedimiento ambiental correspondiente, como pieza separada y sujeto a la normativa ambiental específica.

En este sentido la Disposición adicional octava añadida por la Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, relativa a los proyectos que deban someterse a evaluación de impacto ambiental establece una regulación del régimen de declaración responsable o comunicación para el acceso a una actividad o su ejercicio sujeta al RDL 1/2008, de 11 de enero, de Impacto Ambiental de proyectos o la normativa autonómica de desarrollo al decir que «la declaración responsable o la comunicación no podrán presentarse hasta haber llevado a cabo dicha evaluación de impacto ambiental y, en todo caso, deberá disponerse de la documentación que así lo acredite».

No obstante, se necesitará un profundo cambio legislativo por parte de las CC.AA.  (1) , el que a la vista de las primeras modificaciones legislativas que se están produciendo parece que éstas no están por cumplir el objetivo del art. 1 LAS.

V.  LA TRANSMISIÓN O CAMBIO DE TITULARIDAD

1.  Comentario

Otra de las consecuencias directas del art. 7.1 LAS es que desaparece la concesión de licencias de cambio de titularidad de actividades, quedando como un simple caso de comunicación previa, sin que haya que esperar resolución alguna y que hasta ahora era frecuente en la práctica administrativa, derivada de una a nuestro juicio errónea interpretación del art. 13.1 RSCL.

«Las licencias relativas a las condiciones de una obra, instalación o servicios serán transmisibles, pero el antiguo y nuevo constructor o empresario deberán comunicarlo por escrito a la Corporación, sin lo cual quedarán ambos sujetos a todas las responsabilidades que se derivaren para el titular.»


Hasta ahora, la Administración se había resistido con carácter general a no intervenir en el cambio de titularidad o transmisión de un negocio, industria, actividad, etc., hasta el punto de que lo que el art. 13 RSCL establecía como un mero trámite o acto de comunicación del anterior y nuevo titular, se convierte en un procedimiento administrativo en el que el Ayuntamiento interviene aprovechando dicha comunicación para inspeccionar el local.

Recordemos que el art. 9.3 del citado RSCL dispone que «Los documentos en que se formalicen las licencias y sus posibles transmisiones serán expedidos por el Secretario de la Corporación», luego la transmisión o cambio de titularidad de las licencias en virtud de la LAS pierde su carácter formalista, para quedar en un simple caso de comunicación previa, con un alcance mayor que el que hasta ahora tenía, puesto que con el régimen jurídico anterior se partía de la existencia de una licencia de apertura previa; pero con el régimen actual la inexistencia de ésta hace que la comunicación previa en realidad lo sea para el ejercicio ex novo de la actividad, aunque sea la misma, pero con un prestador diferente.

La STSJ País Vasco de 18 enero 2001 deja claro que el cambio de titularidad no es un acto sujeto a un régimen de autorización, sino una mera comunicación de la que la Administración ha de limitarse a tomar razón en sus registros; estando la Administración obligada a reconocer el cambio de la titularidad de la licencia sin perjuicio de las distintas actuaciones que le conciernen ejercer contra la misma del mismo modo que si no se hubiese transmitido (STSJ Madrid 18 septiembre 2001).

También conviene detenerse si el requisito de la comunicación de la transmisión por parte del antiguo y nuevo empresario (prestador del servicio) ha de mantenerse o por el contrario es suficiente con que la comunicación la realice únicamente el nuevo prestador.

Si tenemos en cuenta que las autorizaciones y licencias se otorgan salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio del de tercero (art. 12.1 RSCL), y que para el ejercicio de una actividad de servicios es suficiente la realización de una comunicación o una declaración responsable, en los términos del art. 7.1 LAS, tendremos que concluir que es innecesario que la comunicación la realicen ambos sujetos (antiguo y nuevo prestador del servicio), ya que en numerosas ocasiones ello es imposible (fallecimiento anterior prestador, desconocimiento del domicilio del mismo -en caso p. ej. de que el local esté autorizado a nombre de un arrendatario o subarrendatario-, etc.), dándose asimismo cumplimiento a los principios inspiradores de la libertad de establecimiento de los prestadores de servicios (LAS, art. 1: «evitar la introducción de restricciones al funcionamiento de los mercados de servicios»; y art. 5 sobre condiciones del régimen de autorización «en ningún caso, el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio se sujetarán a un régimen de autorización cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos y se facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad»).

La Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista en su exposición de motivos se pronuncia en relación con el cambio de titularidad al decir que las autorizaciones que se concederán por tiempo indefinido, no pudiéndose exigir nuevas autorizaciones por cambio de titularidad o sucesión de empresas una vez que en su día se comprobara el impacto del establecimiento, de acuerdo con las exigencias de la Directiva 2006/123/CE y su otorgamiento se realizará por silencio positivo a falta de resolución administrativa expresa como medida de simplificación administrativa dirigida a facilitar el acceso a la actividad.

Así lo dice el art. 6.4 de la Ley 7/1996 modificada: Las autorizaciones son libremente transmisibles por su titular. No obstante, la transmisión deberá ser comunicada a la administración concedente a los solos efectos de su conocimiento.

* Así en el caso de la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía, desaparece la condición de transmisión exigida en su art. 2.4 cuando condicionaba la transmisión a dos requisitos:


	
- Comunicación previa al órgano competente. 

	
- Mantener el cumplimiento de los demás requisitos exigibles, que en la práctica se traduce en la comprobación o inspección que el Ayuntamiento hace de la actividad, y si como consecuencia de la misma se detecta deficiencia en las instalaciones o mal funcionamiento de las medidas correctoras no se autoriza la transmisión. 



Esta situación choca frontalmente con el art. 7.1 LAS y pone de manifiesto la carencia de medios personales en unos casos, y de interés en otros por parte del Ayuntamiento en realizar las inspecciones necesarias sin tener que esperar a que se solicite o comunique la transmisión de la actividad o servicio para que sea efectiva la transmisión que se realiza en el ámbito del derecho privado (compraventa del local, arrendamiento, subarrendamiento, adquisición mortis causa, etc.)

* En el caso de la Región de Murcia el régimen del cambio de titularidad también ha de modificarse, ya que el vigente art. 36.3 de la Ley 1/1995, de 8 de marzo, de Protección del Medio Ambiente condiciona la concesión del cambio de titularidad al cumplimiento de los requisitos exigidos en dicha Ley, previa solicitud y comprobación por los servicios técnicos municipales, lo que contradice el art. 7.1 LAS.

* El resto de las CC.AA. exigen comunicación de la transmisión efectuada, sin que se condicione la efectiva de la misma a comprobación posterior, entendiendo que está en la línea marcada por el citado art. 7.1 LAS.

2.  La legislación autonómica

2.1.  Andalucía

* Art. 2.4 Ley 13/1999, de 15 diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas:

«Las autorizaciones administrativas concedidas para la celebración de espectáculos o la realización de actividades recreativas serán transmisibles, previa comunicación al órgano competente y siempre que se mantenga el cumplimiento de los demás requisitos exigibles.»

2.2.  Aragón

* Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Art. 18.2. «Los simples cambios de titularidad del establecimiento no precisarán obtener nuevas licencias, pero sí la comunicación al Ayuntamiento, que deberá ser efectuada conjuntamente por transmitente y adquirente en el plazo de un mes desde que se hubiera formalizado el cambio de titularidad».

2.3.  Islas Baleares

* Ley 16/2006, de 17 de octubre, de régimen jurídico de las licencias integradas de actividad de las Illes Balears.


«Art. 27. Modificación y transmisión de las actividades.

1. La persona titular del permiso de instalación o de la licencia de apertura y funcionamiento está obligada a informar al ayuntamiento de cualquier cambio sustancial de las condiciones del permiso de instalación o de las condiciones de la licencia de apertura y funcionamiento.

2. Cuando se transmitan actividades que cuenten con licencia municipal de apertura y funcionamiento será necesaria la comunicación de dicha transmisión al ayuntamiento respectivo.

Dicha comunicación incorporará una declaración jurada del transmisor donde deje constancia de que no se han efectuado modificaciones sustanciales en la actividad.

3. Cuando se transmitan actividades que cuenten sólo con permiso de instalación, será necesaria la comunicación de dicha transmisión al respectivo ayuntamiento.

4. Si se produce la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, la persona titular anterior y la nueva quedarán sujetas, de forma solidaria, a todas las responsabilidades y obligaciones derivadas del cumplimiento de las obligaciones previstas en esta Ley.

5. Una vez producida la transmisión, el nuevo o la nueva titular se subrogará en los derechos, las obligaciones y las responsabilidades del o de la titular anterior. Ello no obstante, la persona titular anterior y la nueva responderán solidariamente respecto de las obligaciones y responsabilidades preexistentes en la transmisión.»



2.4.  Cantabria

* Ley 17/2006, de 11 de diciembre, de control ambiental integrado.

La transmisión o cambio de titularidad de las actividades tienen tres características:


	
a. Han de ser comunicados en el plazo de tres meses a la que Administración hubiere efectuado el control ambiental (art. 10.3). 

	
b. Es una obligación del titular de la instalación (art. 23.d). 

	
c. Se tipifica como infracción grave la no comunicación de la transmisión de la autorización ambiental integrada, o de la autorización o licencia que incorpore la oportuna declaración de impacto ambiental (art. 44.2.e). 



2.5.  Castilla y León

* Art. 42 Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental.


«1. Cuando se transmitan actividades o instalaciones que cuenten con autorización ambiental será precisa la previa comunicación de dicha transmisión a la Consejería correspondiente en materia de medio ambiente y al Ayuntamiento competente. Cuando se transmitan actividades o instalaciones que cuenten con licencia ambiental será precisa la previa comunicación de dicha transmisión al Ayuntamiento competente.

2. Si se produce la transmisión sin efectuar la correspondiente comunicación, el anterior y el nuevo titular quedarán sujetos, de forma solidaria, a todas las responsabilidades y obligaciones derivadas del incumplimiento de dicha obligación previstas en esta Ley.

3. Una vez producida la transmisión, el nuevo titular se subrogará en los derechos, obligaciones y responsabilidades del anterior titular. No obstante, el anterior y el nuevo titular responderán solidariamente respecto de las obligaciones y responsabilidades preexistentes en la transmisión.»



2.6.  Cataluña

* Art. 86 Decreto 179/1995, de 13 junio, por el que se aprueba el Reglamento de Obras, Actividades y Servicios de las Entidades Locales de Cataluña.


«1. Las licencias o autorizaciones serán transmisibles salvo que el número de las que puedan otorgarse se encuentre limitado, o cuando se hayan concedido teniendo en cuenta las características particulares del sujeto autorizado.

2. Los sujetos que intervengan en la transmisión de la licencia deberán comunicarlo por escrito al órgano que la otorgó, quien comprobará que no está comprendida en los casos anteriores. Transcurrido el plazo de un mes desde la comunicación sin haberse notificado la no procedencia de la transmisión, se considerará ésta plenamente eficaz. En defecto de comunicación, los sujetos intervinientes en la transmisión serán responsables solidarios de los daños que puedan derivarse de su actuación.»



* Ley 20/2009, de 4 de diciembre, de prevención y control ambiental de las actividades


«Art. 64. Transferibilidad.

1. La autorización y la licencia ambientales son transferibles con la comunicación, dirigida al órgano ambiental competente, en la que se acredite subrogar a los nuevos titulares en los derechos y los deberes derivados de la autorización o la licencia ambientales.

2. El cambio de titularidad de las actividades incluidas en el anexo III debe ser comunicado al ayuntamiento correspondiente.

3. Una vez producida la transmisión, las responsabilidades y las obligaciones de los antiguos titulares son asumidas por los nuevos titulares.

4. Si se produce la transmisión sin efectuar la comunicación correspondiente, tanto los antiguos titulares como los nuevos titulares quedan sujetos de una manera solidaria a todas las responsabilidades y obligaciones derivadas de la autorización ambiental, de la licencia ambiental o de la comunicación.»



2.7.  La Rioja

Art. 7.3 de la Ley 4/2000, de 25 octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.


«El cambio de titularidad no requerirá nueva licencia, pero sí su comunicación a la Consejería y Ayuntamiento competentes y la obtención del informe favorable a que se refiere el art. 13 de la presente Ley.

Responderán solidariamente del cumplimiento de la obligación de comunicar el cambio de titularidad en la licencia, el transmitente y el adquirente de la misma.»

La Ley 5/2002, de 8 de octubre, de Protección del Medio Ambiente de La Rioja se refiere al cambio de titularidad o transmisión del establecimiento o actividad en dos momentos:

1. Para decir que los cambios de titularidad de actividades sometidas a los procedimientos señalados en el apartado primero de este artículo habrán de ser comunicados en el plazo de tres meses al órgano ambiental competente (art. 10.4).

2. Para tipificar como infracción leve no comunicar al órgano ambiental competente el cambio de titularidad exigido en función de lo establecido en el art. 10.4 de la presente Ley» (art. 53.3.c).



2.8.  Madrid

* Art. 8.6 de la Ley 17/1997, de 4 julio, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

«Será necesaria la obtención previa de nueva licencia de funcionamiento para la modificación de la clase de espectáculo o actividad a que fuera a dedicarse el establecimiento y para la reforma sustancial de los locales o instalaciones. Cualquier otra modificación y los cambios de titularidad deberán ser comunicados a los Ayuntamientos.»


* Art. 8 Ley 2/2002, de 19 junio. Protección del Medio Ambiente. Evaluación Ambiental:

«Cualquier cambio de titularidad o competencia que afecte a un plan, programa, proyecto o actividad sometido a los procedimientos ambientales contenidos en esta Ley, deberá comunicarse al órgano ambiental en un plazo máximo de veinte días, a contar desde la fecha de efectividad de la transmisión.»


2.9.  Murcia

* Art. 36.3 Ley 1/1995, de 8 marzo, de Protección del Medio Ambiente.


«En caso de cambio de titularidad de licencia de actividad sometida a calificación ambiental que no implique cambio de domicilio, y siempre que se cumplan los requisitos exigidos por la presente Ley, el Ayuntamiento lo concederá, previa solicitud y comprobación por los servicios técnicos municipales.

Esta modificación se notificará por el Ayuntamiento a la Consejería de Medio Ambiente.»



2.10.  Navarra

La Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de intervención para la protección ambiental, se refiere a la transmisión de las licencias en su art. 49.4, al decir que «las licencias serán transmisibles, debiendo ser notificada su transmisión a la Entidad Local que la haya otorgado a efectos de determinar el sujeto titular de la actividad y las posibles responsabilidades que de tal condición se derivaren», imponiendo el deber de comunicación del titular de la actividad a la Administración (art. 65.1 d).

2.11.  Comunidad Valenciana

* Ley 2/2006, de 5 de mayo, de prevención de la contaminación y calidad ambiental


«Art. 62. Transmisibilidad.

1. La transmisión de la instalación o actividad no exigirá nueva solicitud de autorización ambiental integrada o licencia ambiental.

2. El nuevo titular está obligado a comunicar, al órgano que otorgó el correspondiente instrumento de intervención ambiental, la transmisión.

3. Dicha comunicación se realizará por escrito en el plazo de un mes desde que se hubiera formalizado el cambio en la titularidad de la instalación o actividad amparada por la autorización o licencia.

4. La comunicación, acompañada del título o documento en cuya virtud se haya producido el mismo, se efectuará por el nuevo titular de la instalación o actividad, asumiendo el mismo las obligaciones y responsabilidades que se deriven de la autorización ambiental integrada o de la licencia ambiental. En el caso de no llevarse a cabo la citada comunicación, el antiguo y el nuevo titular quedan sujetos de forma solidaria a todas las responsabilidades y obligaciones derivadas de la autorización ambiental o de la licencia ambiental.»



3.  Lo que la jurisprudencia ha dicho

La jurisprudencia existente sobre el cambio de titularidad o transmisión de establecimientos comerciales, mercantiles o industriales se ha decantado fundamentalmente por reconocer el derecho del nuevo titular sin que se haya de vincular al otorgamiento de resolución administrativa.

* «La licencia es transmisible puesto que la parte de control previo asignado al municipio en esta materia se refiere a las condiciones objetivas del establecimiento, a su emplazamiento, circunstancias urbanísticas, sanitarias, etc., por lo que el protagonismo lo ejerce la cosa en sí, y la autorización se concede o niegaex re, asumiendo la cosa el centro de atención, resultando irrelevantes las cualidades personales de su titular, que es la razón de que la administración pueda desentenderse en estos casos de tales cualidades... bastando comunicar o notificar la transferencia, como previene el art. 13 RSCL» (STS 3 mayo 1978).

* «La intervención municipal en caso de transmisión de licencias no es de previa y expresa autorización para que aquélla opere, sino de mera constatación o toma de razón de la extra administrativamente producida por el simple acuerdo del antiguo y nuevo propietario, cuyo incumplimiento determina que ambos queden sujetos a todas las responsabilidades que se deriven para el titular» (STS 15 octubre 1981).

* «La posibilidad de transmisión no existe cuando la industria o actividad no reúnan las condiciones exigidas en el Reglamento, a no ser que las causas de ello puedan quedar eliminadas mediante medidas correctoras» (STS 23 febrero 1983).

* «El Decreto prohibitivo de la Alcaldía no autorizando nuevos traspasos de establecimientos de hostelería, no puede modificar el RSCL en cuanto a la concesión de licencias, por la diferencia jerárquica de ambas normas, y además, es totalmente opuesto al art. 35 CE» (STS 13 junio 1983, Sala 4.ª).

* «La concepción de la empresa como una organización unitaria de varios elementos patrimoniales y relaciones jurídicas de hecho no supone que su transmisiónintervivostenga necesariamente que realizarse como una universalidad a través de un negocio único, sino que es compatible con la celebración de distintos y variados contratos recayentes de manera singular sobre cada uno de los elementos que integran la empresa, siempre y cuando la unidad de la empresa y su continuidad se mantenga en la intención de los contratantes como el objeto de transmisión; esta intención y finalidad, en el caso de autos, se exterioriza de manera manifiesta en el contenido de los documentos acompañados con la demanda, según los cuales el adquirente adquiere en arrendamiento el local con la obligación de mantener el destino de taller de ebanistería, compra la maquinaria del mismo y, "como continuador de las industrias", se obliga a hacerse cargo del personal que constituye su plantilla, con lo que en el aspecto estrictamente administrativo no pueden desconocerse que concurren esos elementos de continuidad con la actividad que se ejercía con licencia en el local arrendado y ello constituye dato suficiente para apreciar, en el campo de la intervención administrativa, que se ha producido un traspaso y sobre tal hecho debe enjuiciarse la legalidad de los acuerdos» (STS 4 diciembre 1984).

* «Cuando un Banco es absorbido por otro, se ha producido un cambio de titular en la licencia de apertura que éste tenía, para el local que ocupaba, y en cuya utilización ha sido sustituido o subrogado, por la que según el art. 13 RSCL, para que vincule a la Corporación otorgante de la licencia de apertura, debe serle comunicada por escrito, pues no hay que olvidar que la intervención de la misma no termina con la concesión, sino que está obligada a velar por que se cumplan las condiciones en que se otorgó y comprobar si la transmisión trasciende a ellas, para proceder en consecuencia incluso dejando sin efecto la licencia de apertura o bien ratificándola a favor del nuevo titular y exigiéndole la tasa correspondiente a ese concepto» (STS 20 noviembre 1985, Sala 4.ª).

* «Al tenerse que apoyar dicho cambio de titularidad en razones de carácter objetivo derivadas de la naturaleza de la actividad y no en otras de carácter subjetivo, no puede denegarse por el Ayuntamiento el pedimento de cambio, sin perjuicio de que los interesados lo comuniquen a dicha Corporación Municipal, a los efectos previstos en dicho precepto, tesis que es admitida por la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 mayo 1978» (STS 16 junio 1986).

* «La existencia de la licencia es algo indiscutible y el que no se halle expedida a nombre del señor C. G. nada significa al declarar el art. 13 del Reglamento de Servicios su transmisibilidad, sin que la falta de comunicación de la transmisión a la Corporación que la ha expedido tenga otras consecuencias que las por ese precepto establecidas, entre las que no se halla la debatida caducidad» (STS 29 septiembre 1987).

* «El expediente tiene la única misión del cambio de titularidad subjetiva, no debiendo plantearse problema alguno ajeno a la mencionada titularidad» (STS 26 junio 1989, Sala 3.ª, Secc. 1.ª).

* «La disposición transitoria 3.ª del Decreto 2414/1961, de 30 noviembre (RAM), contempla el supuesto de un cambio en la realidad material de la industria o actividad al producirse su ampliación o reforma, y también un supuesto, que es el que interesa en el proceso, de un cambio en la realidad jurídica de la industria por producirse un traspaso de la misma, esto es, un cambio de titularidad de aquélla; solamente, por tanto, en los casos en que se produzca dicho cambio de titularidad podrá entrar en juego lo dispuesto en la citada disposición transitoria 3.ª, no se puede, en consecuencia, entender el mencionado traspaso de industrias o actividades como equivalente a cualquier alteración que se produzca en persona que ejerza la actividad calificada» (STS 21 marzo 1991, Sala 3.ª, Secc. 1.ª).

* «En los autos se pone de manifiesto el ejercicio de una actividad durante unos 25 años, ejercida por el padre del recurrente primero, hasta su fallecimiento, y por su causahabiente desde éste hasta la actualidad; y todo ello sin interrupción, dando lugar a la producción de un tracto sucesivo perfecto entre padre e hijo, tracto sucesivo que habilita la solicitud de cambio de titularidad, ya que en la concesión de la primera licencia no ha habido necesidad de ponderar las condiciones de la persona, por tratarse del tipo de licencias calificadas de reales u objetivas, no incursas en ninguna de las clases que pueden impedir su transmisión de acuerdo con lo regulado en el art. 13 RSCL» (STS 23 abril 1991, Sala 3.ª).

* «En el otorgamiento de la licencia no constan circunstancias impeditivas de la cesión o transmisión de la licencia, si bien resulta evidente la necesidad de que la transmisión se pusiera en conocimiento de la Administración, a los efectos de si, por razones de interés público, podía consentirse dicha transmisión y la continuación de la actividad de artes gráficas desarrollada» (STS 30 junio 1993, Sala 3.ª).

* «Aun cuando las licencias de apertura son transmisibles según el art. 13 RSCL 1955, para ello es indispensable que quien solicita de la autoridad municipal la simple constatación de que la transmisión tuvo lugar acredite que la subrogación por él en el título legítimamente se produjo, pero bien entendido que el acto traslativo de la consiguiente licencia se refiere, en concreto, a la que se concedió para cada una de las plantas que se cuestionan» (STS 1 octubre 1993, Sala 3.ª, Secc. 4.ª).

* «Nadie puede poner en duda que una licencia de apertura, en cuanto tal, es un acto reglado en que se reconoce al administrado el derecho a hacer algo que se encuentra dentro de los límites del ordenamiento jurídico, y que tal licencia puede ser transmisible, sobre todo cuando se trata simplemente de una mutación de la titularidad de aquélla por un cambio de nombre, ya que en la concesión de la primera licencia no ha habido necesidad de ponderar las condiciones de la persona, por tratarse, en el caso, del tipo de licencias calificadas de reales y objetivas, no incursas en ninguna de las clases que pueden impedir su transmisión, de acuerdo con lo regulado en el art. 13 RSCL» (STS 27 junio 1994, Sala 3.ª, Secc. 5.ª).

* «La problemática planteada con la declaración de caducidad del expediente incoado para el cambio de nombre por fallecimiento del titular de una licencia de apertura de un establecimiento comercial, a favor de su esposa y heredera, no comporta el que se pueda modificar por la Administración las condiciones de la licencia otorgada en 1972, estando ya vigente el D. 2414/1961, de 30 noviembre (RAM), y se condicione el cambio de nombre del titular que durante 10 años a partir de la muerte de su esposo vino regentando el negocio con la conformidad del Ayuntamiento, que giraba a su nombre los tributos municipales correspondientes; no existiendo traspaso de una actividad por el hecho de solicitar el cambio de nombre de una licencia cuando por razón de una sucesiónmortis causa ya se produjo -art. 13.1 RSCL- el cambio del titular, sin perjuicio de que una vez reconocido expresamente el cambio de nombre se proceda por el Ayuntamiento a requerir a la propiedad del negocio para que adopte las medidas que resulten adecuadas para prevenir los riesgos que la actividad comercial pueda ocasionar» (STS 19 diciembre 1995).

* «En los supuestos de cambio de titularidad, con carácter general, no cabe exigir el pago de tasa alguna, puesto que no se produce actividad administrativa relevante, sino que ésta se limita a un mero cambio en los registros municipales y, a lo sumo, a una comprobación rutinaria de la continuación de la misma por el nuevo titular; pero en este caso sí puede hablarse de actividad administrativa relevante, derivada de la comprobación por parte del municipio del cambio en las condiciones de ejercicio de la actividad, ya que con ocasión del cambio de titularidad se pusieron de manifiesto ciertas alteraciones en el local y en lo que venía siendo el desarrollo de su actividad (deficiencias higiénico-sanitarias, de seguridad, etc.), por lo que la tasa está justificada» (STSJ Andalucía, Málaga, 21 marzo 1997).

* «Como señala la Sentencia de la sala Tercera del Tribunal Supremo de 27 de junio de 1994, recogiendo la doctrina del Tribunal Supremo expuesta en dos Sentencias ambas de fecha 23 abril 1991, nadie puede poner en duda que una licencia de apertura, en cuanto tal licencia, es un acto reglado en que se reconoce al administrado el derecho a hacer algo que se encuentra dentro de los límites del ordenamiento jurídico; y que tal licencia puede ser transmisible, sobre todo cuando se trata simplemente de una mutación en la titularidad de aquélla por un cambio de nombre, ya que en la concesión de la primera licencia no ha habido necesidad de ponderar las condiciones de la persona, por tratarse del tipo de la licencia calificada de reales y objetivas, no incursas en ninguna de las clases que pueden impedir su transmisión, de acuerdo con lo regulado en el art. 13 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales. Así pues, como señala la Sentencia de la sala Tercera del Tribunal Supremo, de 19 de marzo de 1997, los arts. 13 y 14 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, se desprende una radical diferencia entre las licencias personales, en cuya concesión se tienen en cuenta primordialmente las cualidades personales del sujeto autorizado y las reales, en que dichas cualidades no tiene relevancia frente a las condiciones objetivas de la obra, instalación o servicio autorizado, que es el aspecto realmente trascendente, con la consecuencia de que así como las primeras no son transmisibles, sí lo son las licencias reales (excepto aquellas cuyo número sea limitado, art. 13.3) cuya validez no deriva de quién sea el sujeto autorizado, sino de las condiciones en que la actividad se desarrolle, hasta el punto de que si el art. 13 del citado Reglamento impone la obligación de comunicar la transmisión a la Corporación autorizante, la sanción por el incumplimiento de dicha obligación no es la caducidad de la licencia, sino la responsabilidad del antiguo titular conjuntamente con el nuevo por las obligaciones que derivan del ejercicio de la industria por este último, y así el art. 15,1) del mismo Reglamento, determina que las licencias relativas a las condiciones de una instalación tendrán vigencia mientras subsistan aquéllas, de donde se deduce que las alteraciones subjetivas no determinan el fin de la licencia concedida si las condiciones objetivas del establecimientos permanecen inalteradas. Desde este punto de vista no alcanzamos a observar obstáculo alguno para que dos entidades sucedan en el ejercicio de la actividad a una persona, lo que puede realizarse simultáneamente o en diversos momentos del día, con tal de que no se produzca una ampliación de la actividad y sin perjuicio de que si las instalaciones se utilizan de forma indistinta exista una cierta solidaridad en el cumplimiento de las obligaciones que se derivan del ejercicio de la actividad por parte de ambos. El Ayuntamiento ha tenido en cuenta un requisito subjetivo, ser dos las personas peticionarias, ajeno al carácter real y objetivo de tales licencias por lo que en este punto el recurso ha de ser estimado» (STSJ Madrid 7 noviembre 2000).

* «Efectivamente, el cambio del titular del negocio no ha supuesto variación alguna en los términos iniciales de la licencia de apertura concedida al anterior propietario: "Con sujeción estricta a los términos en que se concedió la licencia municipal. Aforo máximo permitido de 68 personas... Deberá mantener precintado el limitador de sonido a 80 dB(A)" (Parte Dispositiva, Decreto U-3439, de 4 de junio de 1999)» (STSJ Comunidad Valenciana 17 enero 2001).

* «Siendo ello así, es manifiesta la disconformidad a derecho del primer apartado de la resolución recurrida en el que se deniega el cambio de titularidad, ya que no es un acto sujeto a un régimen de autorización, sino una mera comunicación de la que la Administración ha de limitarse a tomar razón en sus registros» (STSJ País Vasco 18 enero 2001).

* «La clase de licencias reales u objetivas, a cuyo género corresponden las de ejercicio de actividades, en modo alguno se conceden en atención a las peculiares cualidades personales del titular, y es precisamente su naturaleza objetiva lo que las hace transmisibles. En orden a esa transmisibilidad, debe notarse que las consecuencias que previene el art. 13.1 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, consisten en la sumisión conjunta de transmitente y adquirente a las responsabilidades derivadas de la explotación de la licencia en tanto no se comunique, por escrito, el cambio efectuado, o dicho en otras palabras, la falta de comunicación lo que hace es impedir que el titular de la licencia quede desligado de sus responsabilidades ante la Administración y pasen éstas automáticamente al nuevo titular. Pero al mismo tiempo, ni la falta de comunicación, o la defectuosa realización de la misma, provocan la caducidad de la licencia, ni se erigen en supuestos revocatorios, ni las licencias pueden dejarse sin efecto por la falta de comunicación de la transmisión (tampoco por la baja en el Tributo Local cuyo hecho imponible lo constituye el ejercicio de la actividad), y, en todo caso, para dejar sin efecto una licencia ha de seguirse procedimiento contradictorio.

En el caso examinado, el cambio de titular por sí solo resultaba jurídicamente irrelevante en cuanto afectaría a los posibles derechos de los particulares (STS de 23 diciembre 1998), porque la licencia mantenía su vigencia mientras subsistieran las condiciones de la actividad, de modo que el Ayuntamiento, de no advertir otras modificaciones que las subjetivas, que son inoperantes a estos efectos, debió otorgar la transmisión de la titularidad de la licencia cuando le fue comunicado por escrito por el dueño del establecimiento, toda vez que no ofrecía duda el título legítimo de la transmisión ya que la subrogación en la explotación se producía por los dueños del local a favor del nuevo titular, una vez que el anterior arrendamiento había sido declarado extinguido por resolución judicial» (STSJ País Vasco 13 julio 2001).

* «Pues según el art. 13.1 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales las licencias de obras e instalación son transmisibles y la Administración está obligada a reconocer el cambio de la titularidad de la licencia sin perjuicio de las distintas actuaciones que le conciernen ejercer contra la misma del mismo modo que si no se hubiese transmitido» (STSJ Madrid 18 septiembre 2001).

* «El art. 13 RSCL, prevé la posibilidad de transmisión de las licencias, por tener éstas un carácter objetivo y venir referidas a una determinada actividad sin perjuicio de quiénes sean los propietarios o explotadores del local a la que se refieran. Para dicha transmisión, basta con lo que se denomina "una actuación comunicada" a la Administración, y así está previsto en el art. 17.3.1, de la Ordenanza Especial de Tramitación de Licencias y Control Urbanístico de Madrid, que lo prevé expresamente, y establece que "la Administración municipal presumirá la vigencia de la licencia cuando no constare declaración expresa de caducidad". Por tanto, toda la serie de trabas y requisitos que el Ayuntamiento requirió a la sociedad "Pub Caporal, S.A.", para que las licencias de instalación y funcionamiento otorgadas en fecha 19 noviembre 1975, a favor del local cuyo titular era D. José María M. S., cambiaran de titular, además de innecesarias, carecían de todo amparo legal, por cuanto, ya hemos dicho, que el cambio de titularidad requería tan sólo "una actuación comunicada", toda vez que las referidas licencias otorgadas el 19 noviembre 1975 jamás fueron revocadas, y por aplicación del procedimiento establecido en los arts. 29 a 34 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres y Peligrosas, para haberse otorgado (como se otorgó) la de funcionamiento, el técnico que la firmó, hubo de girar visita de inspección para comprobar que las instalaciones efectuadas, se adecuaban fielmente al proyecto presentado.

Sentado lo anterior, es evidente que debe estimarse el recurso parcialmente en lo referente al cambio de titularidad de la licencia pues estimándose que se obtuvo la licencia por silencio administrativo positivo para 44 huéspedes en 30 habitaciones, por esta capacidad sí debe accederse al cambio de titularidad en la licencia»(TSJ Cont.-Adm. Castilla-La Mancha, Toledo, 19 noviembre 2001).

* «Como afirma la Sentencia de esta Sala de 20 de marzo de 1984, sin perjuicio de la salvaguardia de los superiores intereses de la comunidad a través de la actividad de la Administración, un simple cambio de titularidad no puede servir para mostrar un rigor no tenido en cuenta con el dueño anterior del negocio»(STS 19 diciembre 2001).

* «La Administración en los supuestos en que se permita por el citado art. 13 tal transmisibilidad está obligada a reconocer el cambio de titularidad de la licencia, sin perjuicio de las distintas actuaciones que le conciernen ejercer contra la licencia, del mismo modo que si la misma no hubiese sido transmitida. En tal sentido se pronunció la sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 1990, en la que se dice: "la exigencia que para la Administración comparta la transmisibilidad de las licencias relativas a las condiciones de una obra, instalación o servicio, una vez se le ponga en su conocimiento por el antiguo y nuevo constructor o empresario -art. 13.1 RSCL- de reconocer el cambio de titularidad de la actividad autorizada con anterioridad, sin perjuicio de su derecho, previo expediente contradictorio, de dejar sin efectos las licencias cuando se incumplieren las condiciones a que estuvieren subordinadas, o a revocarlas cuando desaparecieren las circunstancias que motivaron su otorgamiento o sobrevinieren otras que, de haber existido a la sazón, habrían justificado la denegación, o cuando existieren nuevos criterios de apreciación, en cuyo supuesto procede el resarcimiento de los daños y perjuicios causados al titular de la licencia -art. 16.1 y 3 RSCL-".

(...) de donde se deduce la improcedencia de no tomar en consideración el cambio de titular de la licencia, sin perjuicio de continuar con él, en su caso, el expediente de disciplina urbanística, que no afecta más que a una parte de la actividad ejercida con la licencia, que es la relativa a obras de construcción de elemento de protección del aire acondicionado»(STSJ Madrid 2 julio 2002).

* «Y a este respecto ha de recordarse que la Jurisprudencia ha venido exigiendo que el cambio de titularidad de la actividad constituye un supuesto de acto comunicado amparado en el carácter objetivo de las licencias, que no son por ello intuitu personae, es decir, de carácter personalísimo, conforme a los arts. 13 y 15 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 17 de junio de 1955. Por otro lado, es necesario que se acredite la transmisión operada mediante autorización del anterior titular» (STS 12 de julio de 2000, 13 de febrero y 23 de diciembre de 2000).

* «Y es así que dado el carácter revisor de esta jurisdicción es evidente, y así lo ha declarado esta Sala que la existencia de un acto comunicado no constituye una facultad conferida a los entes locales para revisar una licencia concedida, so pena de incurrir en desviación de poder prohibida por el art. 63.1 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre del RJ-PAC, y ello en la medida en que la Administración debe limitarse a resolver en dicho procedimiento iniciado por el particular si procede o no dicho cambio de titularidad, sin perjuicio de iniciar con posterioridad los trámites oportunos para el restablecimiento de la legalidad urbanística o medioambiental» [(STSJ Madrid 23 diciembre 2002). En el mismo sentido STSJ Madrid 7 febrero 2003].

* «Consecuencia inmediata de esta posibilidad de transmisión es que con la licencia se transfiere la situación jurídica completa que la rodea sin que el cambio de titular habilite un resurgimiento ex novo de la situación subyacente. Y así, la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de septiembre de 1986 afirma: "las licencias de urbanismo, por no concedidas en atención a las circunstancias personales de quien la solicita, son totalmente transmisibles, sin más requisitos que el de comunicar al Ayuntamiento la transmisión, sin necesidad de recabar la autorización del mismo, si bien el no hacerlo no produce otra consecuencia que la de que subsisten en el transmitente de modo conjunto con el devenido nuevo titular las responsabilidades que le fueren exigibles según el art. 13.1 RSCL".

Por lo que el Ayuntamiento demandado debió de acceder al cambio de titularidad de la licencia pretendida por la recurrente, en las mismas condiciones, que se encontraban, con independencia de la denegación de nueva licencia por ampliación o reforma de las instalaciones de la actividad comprendida en la primitiva licencia» (STSJ Madrid 14 febrero 2003).

* «Por lo tanto y como ya señalamos en nuestra Sentencia de 14 de diciembre de 2000 (recurso de apelación 121/2000), para proceder al cambio de titularidad el Ayuntamiento ha de tener constancia de que efectivamente dicho cambio se ha producido, y ello por dos mecanismos alternativos, uno bilateral, que no es otro que la conformidad del anterior titular, y otro, que no precisa dicha conformidad, más complejo, que consiste en la acreditación de que se ha adquirido por cualquier medio, intervivos o mortis causa, la propiedad o posesión del inmueble en cuestión» (STSJ Madrid 15 enero 2004).

* «Como afirma la Sentencia de esta Sala de 20 de marzo de 1984, sin perjuicio de la salvaguardia de los superiores intereses de la comunidad a través de la actividad de la Administración, un simple cambio de titularidad no puede servir para mostrar un rigor no tenido en cuenta con el dueño anterior del negocio.

Muy relevante es, por otro lado, el contenido de la STS, Sala 3, Secc. 4.ª, de 12 julio 2002 (rec. 7064/1994, ponente D. Rodolfo Soto Vázquez), cuando referido TS desestima el recurso formulado por el Ayuntamiento contra la sentencia que anuló el acto denegatorio de la transmisión de una licencia en vigor de explotación de un bar que confirma puesto que solo se trata de un cambio de titular del negocio y no de la actividad, no habiendo desaparecido las condiciones que mostraron su otorgamiento, ni que la transmisión anteriormente efectuada sin haberse participado al Ayuntamiento suponga caducidad de la misma, ya que el único efecto que previene el art. 13.1 RSCL es la sumisión conjunta de transmitente y adquirente a las responsabilidades derivadas de la explotación de la licencia en tanto no se comunique el cambio efectuado. Por otro lado, la STS, Sala 3, Secc. 4.ª de 24 mayo 2000 (rec. 6325/1994) mantiene un criterio similar cuando desestima el recurso porque el incumplimiento del deber de notificar la transmisión del negocio a la entidad local otorgante de la licencia de actividad tiene, como única consecuencia legal, la de considerar responsables conjuntos al transmitente y al adquirente, frente a la entidad, de todas las consecuencias desfavorables que se derivaran para el titular del ejercicio de la actividad, no siendo dicha falta de notificación causa suficiente para revocar la licencia so pretexto de incumplimiento de las condiciones bajo las que fue concedida» (STSJ Castilla y León, Burgos, 26 abril 2004).

* «Así el art. 9 de la Ley 5/1999 prevé la transmisión de licencias de actividad, pero tal transmisión exige previamente que exista lo que se quiere transmitir, y como tal licencia no existía nunca podría transmitirla el demandante.

Esta parte, antes de formular esta petición de cambio o transmisión, debería haber instado la regularización de su granja porcina, para así en el caso de que tal regularización fuera posible al amparo de la Ley 5/1993, que era la entonces vigente, mediante la concesión de las correspondientes licencias de actividad y de apertura previstas en la misma, poder instar esa transmisión» (STSJ Castilla y León, Burgos, 11 junio 2004).

* «Esta Sala acepta los correctos razonamientos de la sentencia de instancia, que están debidamente fundamentados en una rigurosa interpretación de las normas aplicables y en la jurisprudencia, que tras adecuada selección, es expuesta con detalle. No obstante su claridad, debemos insistir en la existencia de una nueva persona jurídica producida, y en realidad una transmisión de la licencia, que es transmisible en la condiciones y circunstancias que señala el art. 13 del RSCL, pero como señala una antigua jurisprudencia (STS 25 octubre de 1977), produce únicamente efectos entre la Administración que la otorga y su destinatario. Por otro lado, la licencia es transmisible, como viene diciendo la jurisprudencia (STS 3 mayo 1978), pero la transmisión puede dejar de ser relevante puesto que la parte de control previo asignado al Municipio en esta materia, se refiere a las condiciones objetivas del establecimiento, a su emplazamiento, circunstancias urbanísticas, sanitarias, etc., por lo que el protagonismo lo ejerce la cosa en sí, y la autorización se concede o se niegaex re, asumiendo la cosa el centro de atención, resultando irrelevante las cualidades personales de su titular, que es la razón de que la Administración puede desentenderse en esos casos de esas cualidades»[(STS 29 septiembre 1987), citada en STSJ Murcia 30 junio 2004)].

* «La diferencia entre las actividades ilegales y las legalizadas (dejando al margen la sorprendente permisividad de las Disposiciones Transitorias para con las primeras) se ciñe fundamentalmente a que las primeras no pueden cederse o transmitirse y las segundas sí» (STSJ Cataluña 19 octubre 2006).

VI.  EL SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO

La regulación del alcance del silencio administrativo positivo no tiene una pacífica presencia en la legislación administrativa. Controlar el alcance del silencio administrativo frente a las peticiones y recursos que los ciudadanos realicen ante cualquier Administración Pública es un privilegio del que ésta no se va a desprender con facilidad. Prueba de ello es que frente a la regla del silencio administrativo positivo, existen numerosas excepciones al mismo.

Además, y esto es preocupante (mejor dicho, sigue siendo preocupante), el silencio administrativo interno que surge en las relaciones entre Administraciones, sobre todo cuando interviene la Administración local de un lado y de otro, como Administración sectorial, la Administración General del Estado o la Administración Autonómica cuando tienen que emitir informes preceptivos, y en muchos casos vinculantes para la tramitación de planes urbanísticos o la emisión de informes ambientales, tiene un sentido negativo, lo que bloquea la tramitación del expediente, con paralizaciones sine die del mismo.

Lo que la Administración Estatal y Autonómica predica para los particulares no se lo aplica asimismo. De aquí que el régimen jurídico del silencio administrativo esté viciado de eficacia plena. Aquí los Ayuntamientos en general y los promotores en particular padecen el retraso en la emisión de informes sectoriales necesarios para aprobar los expedientes de competencia municipal.

Si de lo que se trata es de recuperar la confianza en que la Administración resuelve dentro de plazo, sin que haya que dar lugar a que opere el silencio administrativo positivo, sin duda hay que dar una nueva oportunidad al legislador ante la generalización del uso del silencio administrativo positivo (Preámbulo II Ley 25/2009, de 22 de diciembre), con la modificación nuevamente del art. 43 LRJPAC.

En aplicación de las prescripciones de la Directiva de Servicios 2006/123/CE en la que se afirma que «la concesión de una autorización puede ser resultado no sólo de una decisión formal, sino también de una decisión implícita derivada, por ejemplo, del silencio administrativo de la autoridad competente o del hecho de que el interesado deba esperar el acuse de recibo de una declaración para iniciar la actividad en cuestión o para ejercerla legalmente» (considerando 39), la Ley 25/2009 dispone que, a partir de ahora, para que el sentido del silencio sea desestimatorio no basta con que una norma de rango de Ley así lo prevea sino que es necesario que la decisión del legislador esté justificada por razones de interés general, debiendo acudirse para definir este concepto a la LAS (art. 3.11).

Ante un elenco tan amplio de posibles razones justificativas, es previsible que sean muy pocas las leyes que modifiquen el sentido del silencio para adecuarlo a la nueva prescripción. Cabe entender, no obstante, que si claramente no concurre ninguna razón de interés general y se mantiene o establece el sentido desestimatorio del silencio, la disposición legal de que se trate podrá considerarse como contraria a la Directiva de Servicios si afecta a una de las actividades incluidas en su ámbito de aplicación, lo que tendría como consecuencia, en aplicación del principio de primacía del Derecho comunitario (afirmado por el TJUE desde la sentencia Flaminio Costa vs. ENEL, de 15 de julio de 1964), el deber del juez nacional de dejar sin aplicación la disposición de la ley nacional eventualmente contraria a aquél, ya sea anterior o posterior a la norma comunitaria (sentencia Simmenthal del TJUE, de 9 de marzo de 1978). En España, el Tribunal Constitucional ha reconocido esta facultad de los Tribunales para inaplicar las disposiciones legales contrarias al Derecho comunitario previo planteamiento, en caso de suscitarse duda -como ocurriría en este caso, por la Directiva de Servicios no establece de modo absolutamente claro, preciso e incondicional una restricción a la previsión de la regla del silencio negativo- de la cuestión prejudicial ante el TJCE (SSTC 29/1991, de 14 de febrero y 58/2004, de 19 de abril)  (2) .

El art. 1.dos de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, modifica el art. 43 LRJPAC, quedando el mismo con la siguiente redacción:


«Art. 43. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima al interesado o interesados que hubieran deducido la solicitud para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley por razones imperiosas de interés general o una norma de Derecho comunitario establezcan lo contrario.

Asimismo, el silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el art. 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, así como los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase resolución expresa sobre el mismo.

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente.

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del art. 42 se sujetará al siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya producido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido que pudiera solicitarse del órgano competente para resolver. Solicitado el certificado, éste deberá emitirse en el plazo máximo de quince días.»



En el ámbito de la prestación de servicios opera el silencio positivo, o mejor dicho éste no tiene cabida, ni tampoco el negativo, ante la potestad que se da al prestador de iniciar la actividad con la comunicación previa y declaración responsable. Art. 7.1. LAS.

VII.  LA RESPONSABILIDAD DEL OPERADOR/REDACTOR DEL PROYECTO

Recobra importancia el papel que desempeña el redactor del proyecto técnico en los casos en los que sea necesario para poder iniciar una actividad. A este respecto recordemos que el prestador de servicios en la declaración responsable deberá manifestar el cumplimiento de los requisitos exigidos, facilitando a la autoridad competente la información necesaria para el control de la actividad [art. 5 c) y 7 LAS].

Esta situación fáctica enlaza directamente con la modificación que al visado se hace con el art. 13 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, modificada por Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, en el que pese a que se le da al visado un carácter potestativo, «los Colegios de profesiones técnicas visarán los trabajos profesionales en su ámbito de competencia únicamente cuando se solicite por petición expresa de los clientes...», las garantías que se desprenden de que el proyecto esté visado ante la eventualidad de daños derivados de un trabajo profesional recomiendan que se vise el proyecto: «En caso de daños derivados de un trabajo profesional que haya visado el Colegio, en el que resulte responsable el autor del mismo, el Colegio responderá subsidiariamente de los daños que tengan su origen en defectos que hubieran debido ser puestos de manifiesto por el Colegio al visar el trabajo profesional, y que guarden relación directa con los elementos que se han visado en ese trabajo concreto».

Pese a la inmediatez que en su aplicación, deseada y necesaria por otro lado, presenta el citado artículo modificado, existe una reserva legal que puede dejar sin contenido el art. 13 Ley 2/1974, cuando la DT tercera de la Ley 25/2009 sobre vigencia de la exigencia del visado colegial dice que «en el plazo máximo de cuatro meses desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno aprobará un Real Decreto que establezca los visados que serán exigibles de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales.

Hasta la entrada en vigor de la norma prevista en el párrafo anterior, la exigencia de visado se regirá por la normativa vigente.»

VIII.  LA INCIDENCIA DE LA LEY 17/2009 EN EL DERECHO URBANÍSTICO: LA EXCLUSIÓN DE LAS LICENCIAS DE OBRAS

Ante la pregunta de si los actos urbanísticos en general, y en particular las licencias de obras o urbanísticas se ven afectadas positivamente por la LAS, tendremos que responder negativamente. La Directiva de Servicios de la que trae su causa la LAS, excluye normas relativas a la ordenación del territorio y el urbanismo. Así se dice expresamente en el considerando 9 de la citada Directiva:

«La presente Directiva sólo se aplica a los requisitos que afecten al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio. Así, no se aplica a requisitos tales como normas de tráfico rodado, normas relativas a la ordenación del territorio, urbanismo y ordenación rural, normas de construcción, ni a las sanciones administrativas impuestas por no cumplir dichas normas, que no regulan específicamente o no afectan específicamente a la actividad del servicio pero que tienen que ser respetadas por los prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su capacidad privada.»


El hecho de que las licencias urbanísticas queden excluidas de la Directiva y por ende de la LAS nos lleva a preguntarnos si pese a ello podría justificarse que con carácter general se estableciera un régimen de comunicación previa para todas la actividades sujetas a licencia urbanística.

En el supuesto de que se considerase que las licencias urbanísticas resultan afectadas por la Directiva de Servicios y por la LAS, quedaría justificado el citado régimen de comunicación previa. En este sentido el art. 9.1 b) de la Directiva de Servicios y el art. 5 LAS señalan que sólo es posible supeditar el acceso a una actividad de servicios y su ejercicio a un régimen de autorización previa cuando esté «justificada por una razón imperiosa de interés general», definiéndose en el art. 4.8 de la Directiva de Servicios y art. 3.11 LAS:

«Razón imperiosa de interés general»: razón definida e interpretada la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, limitadas las siguientes: el orden público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y la salud de los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional y los objetivos de la política social y cultural.»


Por ello, el régimen de autorización previa en materia de licencias urbanísticas se encontraría incluido justificado en la propia Directiva, que lo permitiría cuando se dieran las razones señaladas, ya que las peculiaridades del ámbito urbanístico y las razones de interés general apuntadas impedirían que con carácter general se estableciera un régimen de comunicación previa para todas las actividades sujetas a licencia urbanística.

No obstante, las consecuencias de considerar las licencias urbanísticas excluidas del ámbito de aplicación de la Directiva de Servicios o de considerarlas incluidas pero manteniendo el régimen de autorización previa son distintas. Así, en el primer caso, ninguna comunicación ha de hacerse a la Comisión Europea, mientras que en el segundo caso, si las ordenanzas municipales en materia de licencias se modifican para adaptarse a la Directiva de Servicios, las normas aprobadas han de remitirse a la Comisión Europea (art. 44 de de la Directiva de Servicios) debiendo justificarse debidamente cuáles son las razones imperiosas de interés general que justifiquen en cada caso concreto el mantenimiento de un régimen de autorización previo  (3) .

La DF Quinta. 2 LAS matiza la anterior obligación de comunicación, diciendo que:

«A fin de hacer posible el cumplimiento de la obligación contenida en el art. 44 de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europea y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, las Comunidades y Ciudades Autónomas y las Entidades Locales comunicarán a la Administración General del Estado, antes del 26 de diciembre de 2009, las disposiciones legales y reglamentarias de su competencia que hubieran modificado para adaptar su contenido a lo establecido en la Directiva y en la presente Ley.»


Plazo a todas luces insuficiente y de escasa repercusión en las entidades locales.

Insistiendo en la posibilidad de comunicación previa de las licencias urbanísticas, diremos  (4)  que el hecho de que estén excluidas de la Directiva de Servicios, no significa que en este ámbito no pueda intentar aplicarse alguno de los mecanismos previstos en la misma. En este sentido, siempre sería posible que la regulación de las licencias urbanísticas permitiera supuestos de comunicación previa o de declaración responsable para la puesta en funcionamiento de actividades de carácter inocuo, que no presenten ninguna implicación medioambiental o de seguridad, e incluido podría plantearse que el sistema de comunicación previa permitiese la obtención de licencia de primera ocupación y de funcionamiento. No obstante, estas medidas no podrían adoptarse directamente por los municipios afectados a través de sus ordenanzas, sino que se requeriría la previa modificación en este sentido de la ley urbanística autonómica correspondiente, en la que se regule el régimen de las licencias urbanísticas.

Aquí el reto de las CC.AA. está en facilitar la simplificación de procedimientos y eliminación de trabas para posibilitar el inicio de obras mediante el mecanismo de la comunicación previa y declaración responsable.

Algunas CC.AA. ya han reconocido el escaso valor intervencionista que ha de darse a las licencia de obras menores  (5) . Así:

* CATALUÑA: El art. 179.4 (actos sujetos a licencia), del DL 1/2005, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña, dispone:

«Las ordenanzas municipales, en los términos establecidos por la normativa de régimen local y en función de la entidad de las obras o las actuaciones a realizar, pueden sustituir la necesidad de obtener la licencia urbanística por una comunicación previa de la persona interesada a la administración municipal.»


* COMUNIDAD DE MADRID: Art. 156 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, dispone:


«Intervención de los restantes actos sujetos a licencia urbanística.

Cuando se trate de actos sujetos a intervención municipal no contemplados en los arts. 153, 154 y 155 de la presente Ley, dicha intervención se producirá conforme a las siguientes reglas:

Para legitimar su ejecución bastará con comunicar al Ayuntamiento la intención de llevar a cabo el acto con una antelación mínima de quince días hábiles a la fecha en que pretenda llevarse a cabo o comenzar su ejecución.

La comunicación deberá ir acompañada de:

- Descripción suficiente de las características del acto de que se trate.

- Declaración de técnico facultativo habilitado legalmente de su conformidad a la ordenación urbanística aplicable.







OEBPS/images/im0000558304.jpg
@ 1A LEY EL CONSULTOR

grupo Wolters Kluwer DELCS AUNTATSENTCSY DE LOS RIZUA00?







OEBPS/content/NcxToHtml.html


    

      

        

          		

            Consejo de redacción

          



          		

            Autor

          



          		

            Páginas de crédito

          



          		

            Presentación

          



          		

            Introducción

          



          		

            La Directiva 2006/123/CE

          



          		

            La Ley 17/2009 sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

          



          		

            Los procedimientos de autorización

          



          		

            La simplificación administrativa

          



          		

            La comunicación y la declaración responsable

          



          		

            El régimen transitorio

          



          		

            Cuestiones y novedades que suscita la Ley 17/2009

          



          		

            La incidencia de la Ley 17/2009 y de la Directiva de servicios 2006/123/CE en la normativa de las Comunidades Autónomas

          



          		

            Formularios

            

              		

                1. Informe sobre aplicación de la ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

              



              		

                2. Decreto aprobando modelo de comunicación previa y declaración responsable

              



              		

                3. Comunicación previa /declaración responsable para ejercicio de actividad inocua

              



              		

                4. Comunicación previa /declaración responsable para ejercicio de actividad medioambiental

              



              		

                5. Resolución de inicio de procedimiento de control de actividad

              



              		

                6. Notificación de la resolución de inicio de procedimiento de control

              



              		

                7. Instrucción de expediente de control

              



              		

                8. Acta de inspección

              



              		

                9. Resolución de terminación de procedimiento de control

              



              		

                10. Notificación de la resolución de terminación del procedimiento de control

              



              		

                11. Modelo de ordenanza municipal reguladora del libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio 

              



            



          



          		

            Apéndice legislativo

            

              		

                Directiva 2006/123/CE del Parlamento europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior 

              



              		

                Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

              



              		

                Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

              



            



          



        



      


    


  



